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1. PROCEDIMIENTOS LEGISLATIVOS

110. Proyectos de Ley

PL/000027-02
Enmiendas parciales presentadas por los Grupos Parlamentarios de la Cámara al Proyecto de Ley 
de creación del Colegio Profesional de Dietistas-Nutricionistas de Castilla y León.
Enmiendas parciales presentadas por el Procurador D. Alejandro Valderas Alonso (UPL), 
perteneciente al Grupo Parlamentario Mixto.

PRESIDENCIA

La Mesa de la Comisión de la Presidencia de las Cortes de Castilla y León, en su reunión del día 7 de 
marzo de 2014, ha admitido a trámite las Enmiendas Parciales presentadas por el Procurador 
D. Alejandro Valderas Alonso (UPL), perteneciente al Grupo Parlamentario Mixto, al Proyecto de Ley 
de creación del Colegio Profesional de Dietistas-Nutricionistas de Castilla y León, PL/000027.
De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se ordena su publicación en el Boletín Oficial de 
las Cortes de Castilla y León.
En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 7 de marzo de 2014.

La Presidenta de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Josefa García Cirac

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE PRESIDENCIA

Alejandro Valderas Alonso (UPL), Procurador del Grupo Parlamentario Mixto y 
Viceportavoz del mismo, al amparo de lo establecido en el artículo 110 y concordantes del 
Reglamento de la Cámara, formula la siguiente ENMIENDA al Proyecto de Ley de Creación 
de Colegio de Nutricionistas de Castilla y León.

ENMIENDA N.º 1

De ADICIÓN.

Al artículo 1.2.

MODIFICACIÓN que se propone:

Intercalar una frase: "se rige por la legislación básica estatal, actualmente la 
ley 2/1974 de Colegios profesionales, o por nueva normativa que la sustituya; por la 
ley 8/1987..."

MOTIVACIÓN:

La simple mención a la legislación nacional, no creemos que sea suficiente teniendo 
en cuenta que se está discutiendo en el Congreso la nueva ley de Colegios Profesionales 
(aprobada por el Consejo de Ministros de fecha 2-VIII-2013), que puede modificar tanto el 
marco legal de los Colegios profesionales como la propia competencia autonómica para 
crearlos en su ámbito geográfico.
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La existencia de esta enmienda nos permite durante su tramitación parlamentaria 
agregar la mención a la ley nacional si llegase a tiempo.

Valladolid, 26 de diciembre de 2013.

EL PROCURADOR Y VICEPORTAVOZ,
Fdo.: Alejandro Valderas Alonso

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE PRESIDENCIA

Alejandro Valderas Alonso (UPL), Procurador del Grupo Parlamentario Mixto y 
Viceportavoz del mismo, al amparo de lo establecido en el artículo 110 y concordantes del 
Reglamento de la Cámara, formula la siguiente ENMIENDA al Proyecto de Ley de Creación 
de Colegio de Nutricionistas de Castilla y León.

ENMIENDA N.º 2

De MODIFICACIÓN.

Al artículo 3, letra a.

MODIFICACIÓN que se propone:

Se propone sustituir la última frase ("o cualquier otro título debidamente 
homologado o declarado equivalente"), por una nueva redacción más clara: "Podrán 
solicitar la colegiación, aquellas personas que dispongan de título universitario 
diferente al de Diplomado en Nutrición Humana y Dietética, que demuestren haber 
cursado enseñanzas de Nutrición Humana. Asimismo podrán solicitar la colegiación 
quienes posean títulos universitarios nacionales o extranjeros, debidamente 
homologados o declarados equivalentes por la autoridad competente, al de Diplomado 
en Nutrición Humana y Dietética"

MOTIVACIÓN:

La juventud del título universitario de Diplomado en Nutrición Humana provoca que 
muchos profesionales que llevan años ejerciendo no disponen del mismo, pero muy 
probablemente sí dispongan de otros tipos de formación universitaria que conlleven los 
mismos contenidos, como puede ser el caso de carreras y grados universitarios de las 
ramas de Biomedicina.

Los cambios de planes de estudios de la Universidad española son tan abundantes 
en los últimos años que una misma carrera ha podido tener varios nombres. Asimismo, 
es frecuente que las enseñanzas de "Nutrición y Dietética" aparezcan como parte del 
currículum de una carrera de nombre diferente, incluso más larga de los tres o cuatro años 
de una Diplomatura o un Grado actual, como son algunas de las ramas de Biomedicina. Lo 
mismo puede ocurrir con los denominados "títulos propios" que son diferentes en nombre 
y contenidos en cada Universidad. Se entiende que este párrafo (y lo mismo la enmienda) 
buscan que sean aceptados en el Colegio cuantos hayan cursado enseñanzas de Nutrición 
y Dietética en la Universidad, aceptando de hecho que pueda haber más de un título 
habilitante para el ingreso en el Colegio.
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Creemos que en concordancia con el artículo 3, letra b, se deben agregar para evitar 
dudas, las palabras: "títulos universitarios nacionales o extranjeros" y "por la autoridad 
competente".

Valladolid, 26 de diciembre de 2013.

EL PROCURADOR Y VICEPORTAVOZ,

Fdo.: Alejandro Valderas Alonso

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE PRESIDENCIA

Alejandro Valderas Alonso (UPL), Procurador del Grupo Parlamentario Mixto y 
Viceportavoz del mismo, al amparo de lo establecido en el artículo 110 y concordantes del 
Reglamento de la Cámara, formula la siguiente ENMIENDA al Proyecto de Ley de Creación 
de Colegio de Nutricionistas de Castilla y León.

ENMIENDA N.º 3

De MODIFICACIÓN.

Al artículo 3, letra c.

MODIFICACIÓN que se propone:

Texto modificado "Aquellos ciudadanos a los que resulte aplicable el sistema 
de reconocimiento de su cualificación profesional, en función de las disposiciones 
del derecho Comunitario y de la normativa de transposición de las mismas. Hasta 
tanto la profesión de Dietista-Nutricionista, sea agregada al Catálogo Nacional de 
Cualificaciones Profesionales (CNCP) junto con su correspondiente módulo de 
Formación profesional, gestionados por el Instituto Nacional de las Cualificaciones, 
el Colegio habilitará fórmulas que permitan asociarse a las personas que en la 
actualidad ejercen dicha profesión de forma remunerada y documentable, que no 
puedan entrar en otra categoría de este artículo tercero".

MOTIVACIÓN:

Al tratarse de una profesión no regulada hasta hace pocos años, es muy variada la 
titulación y cualificación profesional de los que actualmente ejercer esta profesión. Al igual 
que en el desarrollo de la ley de creación del Colegio de Periodistas, debería tenerse en 
cuenta la posible asociación al Colegio de quienes en este momento carezcan de títulos 
universitarios, y además no puedan obtener la acreditación profesional ya que en la 
actualidad la profesión de Dietista no tiene publicado su currículum por parte del "Instituto 
de Cualificaciones Profesionales".

Por otra parte, es muy evidente que puede haber Dietistas de al menos DOS TIPOS, 
según su nivel de formación: el Real Decreto 1591/2010 que aprueba la "Clasificación 
Nacional de Ocupaciones" recoge al menos dos:

- N.º 2153 "Dietistas Nutricionistas" en el apartado de "21.- Profesionales de la salud".

- N.º 3323 "Técnicos Superiores en Dietética" en el apartado "3.3.-Técnicos sanitarios 
y profesionales de terapias alternativas".
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En este sentido, se sugiere la posibilidad de CREAR DOS CATEGORÍAS entre 
los asociados al Colegio: A) Titulados Universitarios y B) Titulados de Grado Medio o 
"acreditados".

La misma definición de la categoría de "Técnico Superior en Dietética" encuadrada 
junto a las técnicas parasanitarias, revela un "agujero" en la práctica de la profesión: las 
técnicas parasanitarias, que se están legalizado en España en consonancia con la normativa 
europea, y que sin duda buscarán pronto sus propios métodos de acreditación de estudios 
y formación.

Valladolid, 26 de diciembre de 2013.

EL PROCURADOR Y VICEPORTAVOZ,
Fdo.: Alejandro Valderas Alonso

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE PRESIDENCIA

Alejandro Valderas Alonso (UPL), Procurador del Grupo Parlamentario Mixto y 
Viceportavoz del mismo, al amparo de lo establecido en el artículo 110 y concordantes del 
Reglamento de la Cámara, formula la siguiente ENMIENDA al Proyecto de Ley de Creación 
de Colegio de Nutricionistas de Castilla y León.

ENMIENDA N.º 4

De ADICIÓN.

Al artículo 3, nueva letra d.

MODIFICACIÓN que se propone:

Nuevo párrafo "Podrán solicitar su ingreso los que dispongan de un título 
universitario de postgrado (Master o equivalente), cuyo contenido sea el de la 
profesión de Dietista - Nutricionista".

MOTIVACIÓN:

La juventud del título universitario de Diplomado en Nutrición Humana provoca que 
muchos profesionales que llevan años ejerciendo no disponen del mismo, pero muy 
probablemente sí dispongan de otros tipos de formación universitaria que conlleven los 
mismos contenidos, como los Postgrados.

Valladolid, 26 de diciembre de 2013.

EL PROCURADOR Y VICEPORTAVOZ,
Fdo.: Alejandro Valderas Alonso
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1. PROCEDIMIENTOS LEGISLATIVOS
110. Proyectos de Ley

PL/000028-01
Proyecto de Ley de Industria de Castilla y León.
Apertura del plazo de presentación de enmiendas hasta las 14:00 horas del día 11 de abril de 2014.

PRESIDENCIA

La Mesa de las Cortes de Castilla y León, en su reunión de 6 de marzo de 2014, ha conocido el 
Proyecto de Ley de Industria de Castilla y León, PL/000028, y ha ordenado su publicación, el traslado 
a la Comisión de Economía y Empleo y la apertura de un plazo de presentación de enmiendas que 
finalizará a las 14:00 horas del día 11 de abril de 2014.
Con esta misma fecha se remite a la Presidencia de la Comisión de Economía y Empleo.
En ejecución de dicho Acuerdo se ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla 
y León de conformidad con el artículo 64 del Reglamento.
En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 6 de marzo de 2014.

La Secretaria de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Isabel Alonso Sánchez

La Presidenta de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Josefa García Cirac

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 109 del Reglamento de las Cortes de 
Castilla y León, adjunto remito a V.E. "Proyecto de Ley de Industria de Castilla y León", 
así como Certificación del Acuerdo del Consejo de Gobierno de la Junta de Castilla y León 
en su reunión del día 27 de febrero de 2014, por el que se aprueba el citado Proyecto.

Asimismo por ser de interés para la tramitación del Proyecto de Ley, se adjuntan:
1) Memoria elaborada por la Dirección General de Industria e Innovación 

Tecnológica de la Consejería de Economía y Empleo.
2) Informe de la Dirección General de Presupuestos y Estadística de la Consejería 

de Hacienda.
3) Informe Previo del Consejo Económico y Social de la Comunidad de Castilla 

y León.
4) Informe de la Dirección de los Servicios Jurídicos de la Junta de Castilla 

y León.
5) Dictamen del Consejo Consultivo de Castilla y León.
6) Conocimiento de la Comisión Delegada para Asuntos Económicos, 

previamente a su aprobación.

Valladolid, a 3 de marzo de 2014.

EL CONSEJERO DE LA PRESIDENCIA,
José Antonio de SANTIAGO-JUÁREZ LÓPEZ
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JOSÉ ANTONIO DE SANTIAGO-JUÁREZ LÓPEZ, CONSEJERO DE LA 
PRESIDENCIA Y SECRETARIO DEL CONSEJO DE GOBIERNO DE LA JUNTA DE 
CASTILLA Y LEÓN.

CERTIFICO: Que en el Acta del Consejo de Gobierno de la Junta de Castilla y León, 
celebrado el día veintisiete de febrero de dos mil catorce, figura la aprobación de un 
Acuerdo, a propuesta del Consejero de Economía y Empleo, cuyo contenido es del tenor 
literal siguiente:

"Aprobar el proyecto de Ley de Industria de Castilla y León.
Y su remisión a las Cortes de Castilla y León para su tramitación correspondiente."
Y para que conste y surta los efectos oportunos firmo la presente en Valladolid, a 

veintisiete de febrero de dos mil catorce.

PROYECTO DE LEY DE INDUSTRIA DE CASTILLA Y LEÓN.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

La relevancia para Castilla y León de la actividad industrial es indudable. En atención a 
esto, la Comunidad Autónoma asumió en el artículo 70.1.22° de su Estatuto de Autonomía 
competencias exclusivas en la materia. Asimismo, ha asumido como competencias 
exclusivas el fomento del desarrollo económico y la promoción de la competencia, en el 
artículo 70.1.18.° y 21.°, aspectos ambos en los que está de nuevo implicada la actividad 
industrial. Finalmente, se asumen de igual manera en el artículo 70.1.23° competencias 
exclusivas en materia de investigación científica y técnica, y fomento y desarrollo de la 
investigación e innovación; cuestiones todas ellas que guardan una vez más relación con la 
actividad industrial, en cuanto motor de incesante innovación científica y tecnológica.

Pese a lo que se ha indicado, hasta la fecha se carecía en Castilla y León de una 
norma de rango legal que, con una visión global e integradora de los diversos aspectos 
implicados, en consonancia con las variadas competencias asumidas en su Estatuto de 
Autonomía, estableciera un marco adecuado para la regulación de la actividad industrial y 
su fomento o promoción. Este vacío pretende cubrirse con la presente ley, coordinándola 
no obstante, como resulta obligado por las competencias del Estado y la Unión Europea, 
y el principio de unidad de mercado nacional e interior europeo, con lo dispuesto en otras 
normas españolas y europeas. Particularmente aquí se han tenido en cuenta diversas 
normas estatales, como son la Ley 21/1992, de 16 de julio, de Industria, que establece un 
marco básico de aplicación a la actividad industrial; la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, 
sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio y la Ley 25/2009, de 
22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre 
el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, resultado de la trasposición 
al Derecho español de la Directiva europea de servicios (2006/123/CE); y la Ley 2/2011, 
de 4  de marzo, de economía sostenible, donde, a los efectos que aquí interesan, se 
contienen disposiciones sobre buena regulación y responsabilidad social empresarial.
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II

La presente ley trata de conjugar la debida atención de los intereses generales 
implicados en la actividad industrial, con el máximo respeto a la libertad de empresa y a las 
reglas de la competencia. No sólo porque ello es obligado en función de lo establecido en 
el artículo 38 de la Constitución española y en las llamadas libertades fundamentales de 
circulación reconocidas en el Tratado de funcionamiento de la Unión Europea, sino porque 
se parte del convencimiento de que la intervención pública en la actividad económica, no 
debe entorpecer la competencia, creando costes o trabas a las empresas, que no resulten 
justificados por la tutela de intereses generales de superior consideración. Conviene 
tener presente que, como revelan diversos estudios empíricos, hay una relación directa 
entre calidad de la regulación, o, por decirlo más derechamente, eliminación de barreras 
regulatorias innecesarias a las empresas, y competitividad de la economía.

En esta línea, la presente ley continua y profundiza en un proceso de liberalización 
de la actividad industrial, de eliminación o minimización de barreras regulatorias, que se 
remonta en España a comienzos de la década de los 80 del siglo pasado, que se profundizó 
con la adhesión en 1986 a las entonces Comunidades Europeas, y que ha continuado con 
la progresiva construcción del mercado único europeo, del que el último hito en la materia 
es por el momento la ya señalada Directiva europea de servicios y su correspondiente 
trasposición a la legislación nacional.

Fines paralelos debe cumplir, asimismo, toda la actividad pública de fomento y en 
su caso planificación de la actividad económica en el sector industrial —lo que cabe 
designar como política industrial—, y que debe evitar cuidadosamente el falseamiento de 
las condiciones básicas de competencia, a la vez que favorecer la competitividad de las 
empresas y establecimientos industriales. La presente ley conecta adecuadamente esta 
faceta con la regulación propiamente dicha, y trata de establecer un marco general para 
el desarrollo de esta actividad o política por parte de la Administración de la Comunidad 
Autónoma.

III

La ley principia con un Título I de disposiciones generales. Partiendo del marco básico 
establecido en la citada Ley estatal 21/1992, de 16 de julio, se ha tratado de delimitar de 
la manera más sintética y precisa posible, el ámbito de aplicación directa —las actividades 
industriales y concomitantes— y subsidiaria de la norma —actividades industriales con 
regulación especial—, estableciendo además los principios a los que debe atenerse la 
actuación de la Comunidad Autónoma en este punto, de conformidad con lo dispuesto 
en el ordenamiento español y europeo. A este respecto, se establecen los de libertad de 
empresa, la defensa de la libre competencia, la seguridad y la calidad industrial, el fomento 
de la competitividad y la responsabilidad social empresarial.

IV

El título II se refiere a la seguridad industrial. En este punto la ley tiene la función de 
sustituir a la precedente Ley 3/1990, de 16 de marzo, de Seguridad Industrial de Castilla y 
León que, siendo hasta el presente el texto normativo básico en la materia, precisaba de 
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una actualización, teniendo en cuenta los cambios de orientación legislativa europeos y 
nacionales antes señalados, así como la necesidad de incorporar los objetivos de política 
jurídica que se han indicado.

En este punto se ha prestado particular atención a la sistemática, tratando de facilitar 
la comprensión de un marco —el de seguridad industrial— que de suyo es inevitablemente 
complejo, en atención a la misma complejidad que suponen desde un punto de vista técnico 
las muy diversas actividades e instalaciones industriales que pueden existir. A este respecto, 
y en capítulos sucesivos, que tratan de seguir un orden lógico-temporal de actuación o 
intervención de los diversos mecanismos, se abordan los diversos aspectos implicados en 
la materia.

En el capítulo 1° el régimen de la actividad industrial, precisando los deberes y 
responsabilidades de los titulares de industrias e instalaciones.

En el 2° se desarrolla, con respeto al marco legal nacional y europeo, la regulación de 
los profesionales de la seguridad industrial, incluyendo aquí a los proyectistas y directores 
de obra, las empresas instaladoras y mantenedoras, y los organismos de control.

En el capítulo 3°, se establecen los controles previos sobre actividades, instalaciones y 
establecimientos industriales. En línea con lo que resulta de la legislación europea y estatal 
se contemplan como distintos sistemas, según se prevea en la normativa específica, los de 
autorización, declaración responsable y comunicación, configurándose este último como 
el sistema de control aplicable a los establecimientos cuando no se disponga otra cosa. 
Lo que de nuevo conecta con el aludido principio de política jurídica de evitar barreras 
innecesarias a las empresas.

Finalmente, el capítulo 4° recoge los mecanismos de inspección, comprobación y las 
medidas correctoras. En este punto, se ha tratado de posibilitar la participación en estas 
tareas de los organismos de control, aunque partiendo siempre de su consideración como 
entidades meramente colaboradoras, que no pueden ni deben ejercer funciones públicas.

V

El título III se dedica al fomento de la competitividad y la calidad industrial. En el 
capítulo 1° se establece un régimen para la planificación de la política de promoción industrial, 
que se considera imprescindible para la consecución de los objetivos de fomento de la 
competitividad que se buscan. Destaca aquí la regulación del Plan Director de Promoción 
Industrial, como marco de referencia general en la materia, así como el establecimiento de 
un régimen específico para proyectos industriales que, por su entidad o alcance, merezcan 
de la consideración de prioritarios o estratégicos, y que trata de favorecer tanto la atracción 
de proyectos de este tipo para la Comunidad, como simplificar su implantación y realización 
efectiva.

El capítulo 2° se refiere a la mejora de la calidad de la regulación industrial. Como ya se ha 
señalado, esta perspectiva es fundamental para la consecución de una mejor competitividad 
de nuestras industrias, ahorrando costes y trabas administrativas que no estén justificadas 
por objetivos de interés general. Esta materia ha sido objeto ya de un desarrollo suficiente, 
a nivel de principios, tanto en la Unión Europea, como en organizaciones internacionales 
como la OCDE, y en la propia España, recientemente, por Ley 2/2011, de 4 de marzo, sobre 
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economía sostenible. En atención a ello, no se ha considerado necesario explicitar dichos 
principios, aunque sí establecer la necesidad de que sean respetados en las ulteriores 
iniciativas legislativas o reglamentarias que pueda emprender la Comunidad Autónoma 
en la materia. A tal fin se establece la necesidad de que tales iniciativas sean siempre 
acompañadas de una memoria de impacto normativo, donde se analice la repercusión de 
las normas propuestas sobre la actividad de las empresas, y los costes que les supondrá 
su aplicación.

VI

El título IV se refiere a la responsabilidad social empresarial, constituyendo un loable 
objetivo de política jurídica, que debe lograrse fundamentalmente desde la promoción y el 
convencimiento de las propias empresas.

VII

La ley finaliza con dos últimos títulos referidos, respectivamente, al Registro Industrial 
de Castilla y León y a las infracciones y sanciones. Respecto al primer tema, se ha tratado de 
establecer un Registro de carácter meramente informativo y con aportación de oficio de los 
datos relevantes de las industrias y las instalaciones industriales por la propia Administración, 
y obtenidos, principalmente, a través de las correspondientes autorizaciones, declaraciones 
responsables, comunicaciones u otro tipo de documentación que tienen que aportar los 
interesados para la realización de actividades, la puesta en servicio de instalaciones 
industriales o la entrada en funcionamiento de los establecimientos industriales, según 
proceda en cada caso, conforme determine la normativa específica aplicable. Con 
independencia del carácter público del Registro, los datos contenidos en él permitirán a la 
Administración ejercer con conocimiento de causa, y por tanto con mayor efectividad, sus 
funciones de control y vigilancia sobre actividades e instalaciones industriales, así como la 
de promoción de la actividad industrial.

En cuanto a la segunda cuestión, se ha tratado de complementar las disposiciones de 
la ley con un marco de infracciones y sanciones, que cumpla adecuadamente las funciones 
de prevención general y especial, con sujeción a los principios que debe respetar todo 
Derecho sancionador, en especial los de tipicidad y proporcionalidad.

TÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.

La presente ley tiene por objeto la regulación y fomento de la actividad industrial en la 
Comunidad de Castilla y León, en el marco de sus competencias.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

1. Quedan comprendidas en el ámbito de esta ley, todas las actividades industriales 
que se desarrollen en el territorio de la Comunidad de Castilla y León. A tal fin, se entenderá 
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por actividad industrial, las actividades dirigidas a la obtención, reparación, mantenimiento, 
transformación o reutilización de productos industriales, el envasado y embalaje, así como 
el aprovechamiento, recuperación y tratamiento de residuos o subproductos, cualquiera que 
sea la naturaleza de los recursos y procesos técnicos utilizados. Asimismo estarán incluidos 
en el ámbito de aplicación de esta Ley los servicios de ingeniería, diseño, consultoría 
tecnológica y asistencia técnica directamente relacionados con las actividades industriales.

2. Se regirán por la presente ley, en lo no previsto en su normativa específica:

a) 	La generación, distribución y suministro de energía y los productos energéticos.

b) 	La minería.

c) 	Las industrias alimentarias, agrarias, pecuarias, forestales y pesqueras.

d) 	La fabricación de armas y explosivos, así como las industrias que se declaren de 
interés para la defensa nacional.

e) 	Las actividades industriales relacionadas con el transporte y las 
telecomunicaciones.

f) 	 La industria cultural.

g) 	Las actividades industriales relativas al medicamento y la sanidad.

h) 	Las instalaciones nucleares y radiactivas.

i) 	 Las actividades turísticas.

3. Se aplicarán las disposiciones de esta ley sobre seguridad industrial a cualesquiera 
instalaciones, equipos, actividades, procesos y productos industriales que incorporen 
elementos, mecanismos o técnicas que puedan producir daños a personas, flora, fauna, 
bienes o medio ambiente.

Artículo 3. Principios.

La actuación de la Comunidad de Castilla y León en el ámbito de aplicación de la 
presente ley estará presidida por los siguientes principios:

a) Respeto a la libertad de empresa, garantizando los derechos de establecimiento y 
de libre prestación de servicios, en el marco de lo establecido en el ordenamiento jurídico.

b) Defensa de la libre competencia, asegurando un funcionamiento competitivo del 
mercado. Las actuaciones públicas deben evitar crear o incrementar restricciones de la 
competencia.

c) Establecimiento de un marco de seguridad industrial, que prevenga adecuadamente 
tanto los riegos laborales, como los que resultan de la propia actividad o de las instalaciones 
para personas, flora, fauna, bienes o medio ambiente.

d) Desarrollo de la calidad industrial, estableciendo mecanismos que favorezcan la 
elaboración de mejores productos a través de la innovación y la implantación de procesos 
industriales más eficientes.

e) Fomento de la competitividad, arbitrando instrumentos de estímulo, promoción 
y modernización de la actividad industrial, con respeto a los principios anteriormente 
enunciados. En particular, minimizando las cargas que recaen sobre las empresas, con una 
política constante de mejora de la calidad de la regulación económica.
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f) Creación de una conciencia de responsabilidad social empresarial, que favorezca 
una progresiva y mayor implicación de las empresas industriales en la resolución de los 
problemas sociales, y su compromiso con el mantenimiento de un empleo de calidad y la 
protección del medio ambiente.

g) Fomento de la eficiencia y el ahorro energético.

h) Responsabilidad industrial.

TÍTULO II

Seguridad Industrial

CAPÍTULO I

Régimen de la actividad industrial

Artículo 4. Finalidad.

1. Los productos, equipos, instalaciones, actividades industriales y establecimientos 
industriales deben cumplir los requisitos de seguridad establecidos en la normativa vigente.

2. La regulación e intervención administrativa tiene como finalidad limitar y prevenir 
el riesgo que comporta la actividad industrial, sus productos, instalaciones o equipos, 
en sus fases de producción, uso, consumo, almacenamiento o residuo. A estos efectos, 
se procurará limitar las causas que originan los riesgos, establecer los controles para 
detectarlos y mitigar las consecuencias de posibles accidentes.

3. Se consideran riesgos relacionados con la seguridad industrial los que puedan producir 
daños a personas, flora, fauna, bienes o medio ambiente y, en particular, los incendios, 
las explosiones y otros hechos susceptibles de producir quemaduras, intoxicaciones, 
envenenamiento o asfixia, electrocución, contaminación física, química o biológica, así 
como cualquier otro que pudiera preverse en la normativa aplicable sobre seguridad.

4. Las actividades relacionadas con la prevención de riesgos laborales se regirán por 
lo dispuesto en su normativa específica.

5. La intervención administrativa de control frente a los riesgos relacionados con el 
medio ambiente se regirán por la normativa específica aplicable en cada caso.

Artículo 5. Reglamentos de seguridad industrial.

1. La Comunidad de Castilla y León podrá aprobar reglamentos que establezcan 
requisitos adicionales de seguridad respecto de la regulación estatal, que vincularán a las 
empresas que prestan servicios en la Castilla y León y cuyas instalaciones se radiquen en 
el territorio de la Comunidad.

2. Solo podrán establecerse requisitos adicionales cuando se entienda necesario, 
proporcionado y adecuado para mejorar la seguridad industrial.

3. Los requisitos adicionales de seguridad no podrán tener carácter discriminatorio, ni 
limitar la prestación de servicios u obstaculizar la unidad del mercado nacional.
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Artículo 6. Obligaciones.
Los titulares de industrias, instalaciones o equipos deben utilizarlos y mantenerlos 

cumpliendo la normativa de seguridad. En particular, deben:
a) Adoptar las medidas necesarias para la correcta instalación de los aparatos y 

equipos industriales, así como para su puesta en marcha, uso, ampliación, modificación, 
mantenimiento, prevención de accidentes o minimización de sus consecuencias.

b) Deberán disponer de las autorizaciones o haber presentado las declaraciones 
responsables o comunicaciones previas precisas para el ejercicio de la actividad, cuando 
así esté establecido por la normativa sectorial.

c) Suscribir un contrato de mantenimiento de equipos o instalaciones, cuando así lo 
exija la normativa vigente.

d) Conservar la documentación que acredite que la instalación, aparato o equipo 
cumple con las disposiciones técnicas y administrativas aplicables.

e) Realizar las inspecciones, revisiones o verificaciones que sean precisas.
f) Facilitar a los inspectores, en el ámbito de sus competencias, el acceso a sus 

instalaciones, aportando la información o documentación que les sea requerida, manteniendo 
una actitud de colaboración.

g) Corregir las deficiencias de seguridad tan pronto como sean advertidas, puestas de 
manifiesto por actuaciones de inspección o comprobación u ordenadas por la Administración.

h) Dar de baja las instalaciones en los registros administrativos cuando cese su 
funcionamiento, así como cumplir con los requisitos exigidos por la normativa para su cierre, 
clausura, desmantelamiento, inertización y restablecimiento del entorno.

i) Comunicar al órgano administrativo competente en materia de industria los accidentes 
que puedan afectar de forma significativa a las personas, bienes o medio ambiente.

Artículo 7. Industrias peligrosas y contaminantes.
Las industrias de alto riesgo que reglamentariamente se determinen deberán ajustar 

su actividad a lo que dispongan los planes de seguridad, que habrán de someterse a la 
aprobación y revisión periódica del órgano administrativo competente.

Artículo 8. Responsabilidad.
Las personas físicas o jurídicas que realicen actividades comprendidas en el ámbito 

de aplicación de la presente ley responderán de los daños que pudieran derivarse de 
su actuación, conforme a lo establecido en la legislación aplicable, sin perjuicio de la 
responsabilidad administrativa que pudiera resultar de la comisión de alguna de las 
infracciones tipificadas en la presente ley.

CAPÍTULO II

Profesionales

Artículo 9. Habilitaciones profesionales.
1. Cuando así lo prevea la normativa vigente, el órgano competente en materia de 

industria de la Administración de la Comunidad Autónoma realizará las pruebas o controles 
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de aptitud profesional en relación con las actividades comprendidas en el ámbito de la 
presente ley y, en su caso, otorgará las correspondientes acreditaciones.

2. En los términos previstos en la normativa vigente, el órgano competente en materia 
de industria supervisará y controlará la actuación de los profesionales incluidos en el ámbito 
de aplicación de la presente ley.

Artículo 10. Proyectistas y directores de obra.

1. Los proyectistas y directores de obra, con carácter previo al desarrollo de su actividad 
en Castilla y León, deben presentar una declaración responsable ante el órgano competente 
en materia de industria, referida a los siguientes requisitos:

a) 	Estar en posesión de la habilitación profesional o, en su caso, del título técnico 
que otorga la competencia legal para el desarrollo de la actividad de que se trate.

b) 	No estar inhabilitado para el ejercicio de la profesión.

c) 	Disponer de un seguro de responsabilidad profesional, que cubra los posibles 
daños causados en el ejercicio de la actividad, con la cobertura que se determine 
reglamentariamente.

2. No será necesario presentar una declaración responsable previa al inicio de la 
actividad cuando los interesados estén inscritos en un colegio profesional que asuma estos 
controles. En este caso, deberán articularse los mecanismos de colaboración entre la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León y el Colegio correspondiente.

3. A efectos de la prestación de servicios, se reconoce la validez en Castilla y León 
de las autorizaciones, declaraciones responsables o comunicaciones previas otorgadas 
o presentadas ante los órganos estatales y autonómicos competentes, así como las 
realizadas ante los órganos competentes de cualquiera de los Estados miembros de la 
Unión Europea, en los términos previstos en la legislación vigente. A efectos de que la 
Comunidad Autónoma pueda ejercer adecuadamente sus competencias, se establecerán 
los correspondientes mecanismos de colaboración interadministrativa.

4. Cuando los servicios sean prestados por personas jurídicas, deberán contar con 
personal que cumpla con los requisitos previstos en este artículo.

Artículo 11. Empresas instaladoras y mantenedoras.

Las empresas instaladoras y mantenedoras deberán presentar una declaración 
responsable cuando así lo prevea la normativa en materia de seguridad industrial.

Artículo 12. Organismos de control.

1. Los organismos de control son personas, físicas o jurídicas, que prestan servicios de 
verificación del cumplimiento de las normas de seguridad industrial.

Los requisitos de funcionamiento de estos organismos están establecidos en la 
normativa estatal correspondiente.

2. Los organismos de control que desarrollen su actividad en Castilla y León se 
sujetan a la supervisión de la Administración de la Comunidad Autónoma, a la que también 
corresponde el ejercicio de la potestad sancionadora.
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3. Los organismos de control que presten servicios en Castilla y León deben facilitar al 
órgano autonómico competente en materia de industria, así como a la Administración del 
Estado la información sobre sus actividades que reglamentariamente se determine.

4. Podrán realizar las funciones desarrolladas en este artículo las entidades o agentes 
cualificados o acreditados cuando así se permita en la legislación vigente. En el ámbito 
de sus competencias la Comunidad Autónoma podrá desarrollar los requisitos exigibles a 
estas entidades o agentes cualificados o acreditados.

CAPÍTULO III

Controles previos sobre actividades e instalaciones

Artículo 13. Controles administrativos.

1. La puesta en funcionamiento de instalaciones industriales requerirá la previa 
obtención de una autorización administrativa, cuando así lo exija la normativa aplicable, por 
resultar una medida necesaria, adecuada y proporcionada para prevenir y evitar riesgos 
para las personas, bienes y medio ambiente.

La realización de actividades sólo requerirá autorización administrativa previa 
de la Administración competente cuando resulte obligado para el cumplimiento de las 
obligaciones del Estado derivadas de la Normativa Comunitaria o de Tratados y Convenios 
Internacionales.

Con carácter general, la normativa preverá autorizaciones regladas, no contingentadas 
y de duración indefinida, que deberán ser otorgadas a través de procedimientos 
administrativos ágiles y eficaces.

2. Cuando así lo exija la normativa aplicable, la realización de una actividad industrial 
requerirá que su titular dirija al órgano competente en materia de industria de la Comunidad 
Autónoma una declaración responsable o comunicación, en la que manifieste que:

a) 	cumple con los requisitos establecidos en la normativa para realizar la actividad 
de que se trate;

b) 	dispone de la documentación que así lo acredita;

c) 	y se compromete a mantener su cumplimiento durante el período de tiempo 
inherente a dicho reconocimiento o ejercicio.

3. El órgano competente en materia de industria pondrá a disposición de los interesados 
modelos de declaración responsable y de comunicación previa, que podrán presentarse por 
medios telemáticos.

4. Cuando así lo exija la normativa vigente, los interesados deberán acompañar a su 
solicitud de autorización, declaración responsable o comunicación previa:

a) 	Declaración del titular de las instalaciones y, en su caso, del fabricante, su 
representante, distribuidor o importador del producto en la que se manifieste el 
cumplimiento de las exigencias de seguridad.
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b) 	Certificación o informe de organismo de control, instalador, conservador o técnico 
facultativo competente.

c) 	Cualquier otro medio de comprobación que prevea la normativa vigente.

Artículo 14. Comprobaciones administrativas.
La Administración podrá comprobar los establecimientos o instalaciones antes de su 

puesta en funcionamiento, cuando la actividad esté sujeta a autorización administrativa en 
materia de industria.

Artículo 15. Actuación de los organismos de control.
En caso de disconformidad con la actuación o con el informe emitido por los organismos 

de control, la persona que haya contratado sus servicios podrá solicitar la intervención del 
órgano autonómico competente en materia de industria. En este último caso, el interesado no 
podrá presentar informe de otro organismo de control hasta que la Administración resuelva 
y, en su caso, se pronuncie sobre la corrección de la actuación del primer organismo de 
control.

Artículo 16. Información a los titulares de las instalaciones.
1. Las empresas que realicen instalaciones industriales estarán obligadas a informar a 

su titular de las obligaciones que asume. Asimismo, deberán entregarle la documentación 
técnica que corresponda, en su caso, acompañada de las instrucciones de utilización y 
mantenimiento.

2. Idéntica obligación incumbe a las empresas suministradoras, comercializadoras 
y mantenedoras. Además, estas últimas deben informar por escrito a los titulares de 
las instalaciones de las fechas en que deben realizar operaciones de mantenimiento e 
inspecciones preceptivas.

Artículo 17. Deber de información.
Los titulares de instalaciones y las personas que presten servicios profesionales en el 

ámbito de aplicación de la presente ley que tengan conocimiento de accidentes o deficiencias 
en materia de seguridad industrial deberán ponerlo en conocimiento de la Administración.

Idéntico deber incumbe a cualquier persona que advierta riesgos que puedan 
comprometer la seguridad industrial.

CAPÍTULO IV

Inspección y medidas correctoras

Artículo 18. Modalidades.
1. En los términos previstos en la normativa vigente, se llevarán a cabo controles para 

verificar el cumplimiento de las exigencias de seguridad. Los controles podrán consistir en:

a) 	Inspección administrativa por los funcionarios de la Comunidad Autónoma.

b) 	Inspección por organismos de control, cuando así se encomiende por la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León.
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c) 	Inspección, por cuenta de los titulares de la actividad, realizada por organismos 
de control.

2. La Administración de la Comunidad Autónoma podrá colaborar con la Administración 
del Estado en la elaboración de planes y campañas de comprobación, mediante muestreo, 
de las condiciones de seguridad de los productos industriales. Corresponderá a los órganos 
autonómicos la ejecución de dichos planes y campañas en su territorio.

Artículo 19. Inspección administrativa.

1. En cualquier momento, el órgano competente en materia de industria podrá llevar a 
cabo las inspecciones que considere necesarias, especialmente cuando:

a) 	Se haya producido un accidente o puesto de manifiesto una grave deficiencia de 
seguridad.

b) 	Exista una situación de riesgo significativo para las personas, los bienes o 
el medio ambiente o se produzca un grave incumplimiento de las normas de 
seguridad.

c) 	Existan indicios de la existencia de defectos o de hechos que pudiesen ser 
constitutivos de delito o infracción administrativa.

2. Se podrán elaborar planes con el fin de racionalizar la actividad de inspección 
industrial.

3. Cuando de la inspección resulte la posible existencia de infracciones que afecten a las 
competencias de otros órganos o Administraciones públicas, se les pondrán de manifiesto.

Artículo 20. Personal inspector administrativo.

1. La inspección administrativa se realizará por funcionarios de la Administración de 
la Comunidad de Castilla y León, a los que se reconoce la condición de agentes de la 
autoridad.

2. En el ejercicio de sus funciones, estarán investidos de las siguientes facultades:

a) 	Acceder a los establecimientos e instalaciones industriales en cualquier momento.

b) 	Requerir la comparecencia del titular o de los responsables del establecimiento o 
instalación, o de su representante, durante el tiempo preciso para el desarrollo de 
sus actuaciones, así como solicitar información sobre cualquier asunto relativo al 
cumplimiento de la normativa aplicable.

c) 	Requerir la presencia de los técnicos al servicio del establecimiento o instalación, 
así como de aquellos que hayan participado en la instalación, el mantenimiento 
o la inspección de equipos o aparatos. Los inspectores podrán solicitarles la 
información que consideren oportuna.

d) 	Practicar con medios propios o ajenos cualquier diligencia de investigación, 
control del funcionamiento o prueba que resulte necesaria para la comprobación 
del cumplimiento de la normativa de seguridad, en lo posible, ajustándose a los 
ritmos de la actividad empresarial.

e) 	Recabar la colaboración del personal y servicios dependientes de otros 
departamentos, Administraciones y agentes del sistema de la seguridad industrial.
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3. Los hechos constatados por los inspectores que se formalicen en las correspondientes 
actas de inspección tendrán valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de 
los respectivos derechos o intereses puedan señalar o aportar los interesados.

Artículo 21. Inspección por organismos de control.

1. Cuando lo exija la normativa vigente, los interesados contratarán la realización de 
las inspecciones por organismos de control.

2. Los titulares o responsables de actividades e instalaciones industriales están 
obligados a permitir a los expertos de los organismos de control el acceso a sus instalaciones, 
facilitándoles la información y documentación necesarias para cumplir su tarea.

3. En el plazo que se establezca y, en su defecto, en el plazo máximo de un mes, los 
organismos de control remitirán al órgano competente en materia de industria el resultado 
de sus actuaciones.

4. En caso de que la información recibida ponga de manifiesto deficiencias o 
incumplimientos sustanciales de la normativa vigente, el órgano competente ordenará la 
práctica de inspecciones administrativas y, en su caso, la apertura del correspondiente 
expediente sancionador.

Artículo 22. Medidas provisionales.

Constatadas deficiencias de seguridad por cualquiera de los medios previstos en 
los artículos anteriores, el órgano competente en materia de industria podrá adoptar las 
medidas provisionales que sean necesarias, mientras que exista el riesgo, para evitar la 
producción de daños a personas, bienes o al medio ambiente, sin perjuicio de las sanciones 
que pudieran imponerse por las infracciones cometidas.

En particular, podrán adoptarse las siguientes medidas provisionales:

a) Medidas preventivas de corrección, seguridad, vigilancia o control que impidan que 
se produzca o continúe el daño o cualquier otra situación de riesgo o peligro inminente.

b) Paralización total o parcial de la actividad, con precintado de instalaciones, aparatos, 
equipos o vehículos.

c) Prohibición de la distribución, venta y, en su caso, orden de retirada del mercado de 
productos.

d) Inhabilitación temporal o cese de actividad de cualquier agente vinculado con la 
seguridad industrial.

e) Suspensión total o parcial de los suministros de energía.

Artículo 23. Medidas correctoras.

1. El órgano competente de la Comunidad Autónoma podrá ordenar al titular de la 
industria o instalaciones la adopción de todas aquellas medidas que sean necesarias para 
restablecer la legalidad en materia de industria.

2. Una vez adoptadas las medidas previstas en el número anterior, el titular de la 
actividad lo comunicará a la Administración, con el fin de que, tras la pertinente verificación, 
extienda la correspondiente acta de restablecimiento de la legalidad.
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3. El órgano competente en materia de industria podrá imponer al responsable multas 
coercitivas, con la finalidad de lograr el cumplimiento de las normas de seguridad, que 
serán independientes de la sanción administrativa que en su caso pudiera imponerse.

4. La Administración podrá acordar la ejecución subsidiaria de las medidas necesarias 
para el restablecimiento de la legalidad y la evitación de riesgos industriales.

5. En el ámbito de sus atribuciones, el órgano competente en materia de industria 
podrá acordar la retirada de los productos industriales que no cumplan las condiciones de 
seguridad, disponiendo que se corrijan los defectos en un plazo determinado. Si esto no 
fuera posible, en función de la gravedad de los riesgos, se podrá determinar su destrucción, 
sin derecho a indemnización. Adicionalmente, podrán imponerse las sanciones que pudieran 
corresponder.

Artículo 24. Medidas correctoras resultado de las inspecciones por organismos de 
control.

1. Si de las inspecciones realizadas resultaran deficiencias en materia de seguridad 
industrial que no comporten un riesgo muy grave para personas, bienes y medio ambiente:

a) 	El organismo de control emitirá un informe al titular de las instalaciones, en 
el que indicará las medidas correctoras a adoptar, así como el plazo para 
hacerlo. Asimismo, remitirá copia de dicho informe al órgano competente en 
materia de industria de la Comunidad Autónoma en el plazo que se determine 
reglamentariamente.

b) 	Una vez aplicadas las medidas correctoras, el organismo de control volverá a 
verificar las instalaciones, emitiendo un nuevo informe, que enviará también 
al órgano competente en materia de industria en el plazo que se determine 
reglamentariamente.

2. Si de las comprobaciones realizadas resultaran deficiencias en materia de seguridad 
industrial que comporten riesgos muy graves, el organismo de control indicará al titular 
de las instalaciones las medidas a adoptar. Asimismo, de manera inmediata, pondrá 
en conocimiento del órgano competente de la Comunidad Autónoma las deficiencias 
advertidas.

TITULO III

Fomento de la competitividad y la calidad industrial

CAPÍTULO I

Promoción industrial: planificación y medios

Artículo 25. Objetivos de la política de promoción industrial.
1. En el marco de sus competencias, la Junta de Castilla y León deberá desarrollar 

una política adecuada de promoción y modernización industrial, con el objetivo de fomentar 
la creación de nuevas industrias en la Comunidad, la ampliación de las existentes y la 
competitividad de todas ellas, con especial atención a las pequeñas y medianas empresas, 
con pleno respeto a los principios establecidos en el título I de esta ley.
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2. Para el desarrollo de la política de promoción industrial, la Junta de Castilla y León 
establecerá planes y programas específicos de actuación conforme se determina en 
esta sección, a los que se dotará, en la medida en que lo permitan las disponibilidades 
presupuestarias, de los recursos económicos precisos.

Artículo 26. El Plan Director de Promoción Industrial.

1. Mediante el Plan Director de Promoción Industrial, se establecerán las directrices 
básicas de la política de promoción industrial de la Junta de Castilla y León, con identificación 
de los objetivos y prioridades perseguidas, tanto generales como, en su caso, especiales, 
para sectores o ramas de industrias, o zonas territoriales. Este plan establecerá asimismo, 
su duración temporal, los medios financieros utilizables a tal fin, su forma de empleo, los 
organismos o entidades competentes para su desarrollo, y contemplará un sistema de 
evaluación continua, que permita valorar tanto su grado de cumplimiento, como en qué 
medida se han conseguido los objetivos propuestos en él.

2. Serán objetivos esenciales del Plan Director de Promoción Industrial la mejora de la 
competitividad, favorecer la creación de empresas, sobre todo, vinculadas al conocimiento 
y tecnología, impulsar la innovación, la I+D, la transferencia del conocimiento, la formación 
especializada, la internacionalización, estimular la captación de inversiones, la cooperación 
y colaboración entre empresas, la mejora de la cualificación del capital humano, el fomento 
de las eficiencia energética, así como la cohesión territorial del tejido industrial de Castilla 
y León.

3. El Plan Director de Promoción Industrial será aprobado por el Consejo de Gobierno 
de la Junta de Castilla y León, a propuesta conjunta de la Consejería con competencias 
en economía y las demás Consejerías que tengan competencias en sectores o ramas 
concretos de la actividad industrial, previa consulta al Consejo Económico y Social, la 
Federación Regional de Municipios y Provincias, el Consejo Regional de Cámaras Oficiales 
de Comercio e Industria, y el Consejo del Diálogo Social, sin perjuicio de las consultas que 
en su caso sean preceptivas. Una vez aprobado, el Plan será objeto de publicidad general.

4. La Consejería con competencias en materia de industria realizará la evaluación 
continua del Plan Director de Promoción Industrial, pudiendo introducir las modificaciones 
que parezcan oportunas.

5. En caso necesario, el Plan podrá ser desarrollado por programas transversales y 
horizontales de fomento de la competitividad. Cuando concurran especiales necesidades de 
reindustrialización o se trate de zonas en declive, el Plan Director de Promoción Industrial 
podrá prever programas territoriales de fomento, referidos a uno o varios territorios 
determinados de la Comunidad. Serán aprobados por la Consejería con competencias en 
materia de industria, previa consulta de aquellas otras Consejerías que tengan competencias 
en sectores o ramas concretos de la actividad industrial.

Artículo 27. Proyectos industriales prioritarios.

1. En particular, la Comunidad Autónoma impulsará los proyectos industriales que se 
consideren prioritarios. En caso de que no estuvieran incluidos en el Plan Director, deberán 
ser declarados por el Consejo de Gobierno de la Junta de Castilla y León, a propuesta de 
la Consejería con competencias en materia de industria, previa justificación de las razones 
de interés general en las que se basa su carácter preferente.
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2. La declaración de proyecto industrial prioritario producirá los siguientes efectos:

a) 	La aprobación de la implantación o ampliación del establecimiento industrial 
propuesto, sin necesidad de una ulterior solicitud.

b) 	Caso de estar contemplada la expropiación en favor del solicitante, la declaración 
de utilidad pública e interés social, así como de la necesidad y urgencia de la 
ocupación de los bienes y derechos afectados.

c) 	La justificación para la concesión de forma directa de subvenciones sin perjuicio del 
cumplimiento de los requisitos establecidos en la normativa sobre subvenciones.

d) 	El establecimiento o ampliación de servidumbres de paso para vías de acceso, 
líneas de transporte y distribución de energía y canalizaciones de líquidos o 
gases, en los casos en que fuera necesario, de conformidad con la normativa 
que las regule.

CAPÍTULO II

Mejora de la calidad de la regulación industrial

Artículo 28. Principios de buena regulación.

La regulación de la actividad industrial en Castilla León se basará en los principios 
de buena regulación reconocidos por la legislación del Estado, la Unión Europea y las 
organizaciones internacionales de las que España forma parte, con el fin de minimizar 
los costes de las empresas, a la vez que eliminar obstáculos injustificados a la actividad 
económica.

Artículo 29. Ejecución de la política de buena regulación en las iniciativas legislativas 
y reglamentarias.

Toda iniciativa legislativa o reglamentaria en el ámbito de la regulación de la 
actividad industrial, que proceda de la Junta de Castilla y León o de las entidades de ella 
dependientes, deberá ser precedida de una memoria de impacto normativo donde se 
analice la repercusión de las normas propuestas sobre la actividad de las empresas, y los 
costes que les supondrá su aplicación. En particular, se dará cuenta en esta memoria de 
la forma en que se da cumplimiento a los principios de buena regulación a que se refiere 
el artículo precedente.

Artículo 30. Examen de la regulación industrial.

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, la Consejería con competencias 
en materia de industria de la Junta de Castilla y León establecerá mecanismos que 
permitan examinar periódicamente el impacto de la regulación sobre la actividad 
económica y los costes de las empresas, con la participación de las entidades 
representativas de los intereses económicos y sociales. Igualmente establecerá cauces 
de interlocución con las administraciones locales de la Comunidad Autónoma, a fin 
de examinar conjuntamente las regulaciones locales que inciden sobre la actividad 
industrial, y promover medidas de coordinación y de adopción de prácticas de buena 
regulación en el ámbito local.
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CAPÍTULO III

Calidad Industrial

Artículo 31. Calidad industrial.

1. La Administración de la Comunidad Autónoma impulsará políticas de calidad 
industrial, que tratarán de implicar a todos los agentes industriales, públicos y privados, 
en un esfuerzo común por incrementar la seguridad, fiabilidad y utilidad de los productos, 
equipos y servicios, al tiempo que se promueve la competitividad industrial.

2. A los efectos de lo previsto en el número anterior, la Administración de la Comunidad 
Autónoma impulsará actuaciones encaminadas a:

a) 	La implantación y mejora de sistemas de gestión de la calidad en las empresas.

b) 	La participación de todos los sectores económicos y sociales en la normalización 
industrial, así como en su difusión.

c) 	La promoción de la existencia de entidades de certificación, inspección y ensayo 
con demostrada capacidad técnica.

d) 	Evitar o reprimir actuaciones anticompetitivas.

e) 	La sensibilización, divulgación y formación en materia de calidad.

f) 	 El fomento de la calidad mediante el establecimiento de planes, programas y 
medidas.

TITULO IV

Responsabilidad social empresarial

Artículo 32. Responsabilidad social empresarial.

1. La Junta de Castilla y León incentivará la adopción voluntaria de prácticas de 
responsabilidad social empresarial, por las empresas y establecimientos industriales 
radicados en la Comunidad, de acuerdo con los mejores estándares nacionales, europeos 
e internacionales en la materia. En particular, en lo referente al mantenimiento de la calidad 
en el empleo, la protección del medio ambiente, la accesibilidad universal de las personas 
con discapacidad, el consumo sostenible, el respeto a los derechos humanos y la promoción 
permanente de la igualdad efectiva entre hombres y mujeres.

2. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, la Junta de Castilla y León 
adoptará, por los medios que estime más oportunos, cuantas medidas sean apropiadas 
para fomentar la difusión de una conciencia de responsabilidad social entre las empresas, 
así como su autoevaluación voluntaria a través de informes anuales sobre la materia. Entre 
estas medidas, podrán adoptarse:

a) 	La realización de campañas de difusión de la responsabilidad social empresarial.

b) 	La elaboración, conjuntamente con los sectores empresariales afectados, de 
códigos voluntarios de buenas prácticas sobre responsabilidad social empresarial.
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c) 	La creación de mecanismos de evaluación de las prácticas sobre responsabilidad 
social empresarial.

d) 	El otorgamiento de distintivos específicos, ventajas fiscales y/o en la obtención de 
ayudas públicas, a las empresas que superen favorablemente las evaluaciones a 
que se refiere la letra anterior.

TITULO V

Registro Industrial de Castilla y León

Artículo 33. Ámbito y contenido.

1. Se crea con carácter informativo el Registro Industrial único de Castilla y León, 
adscrito a la Consejería con competencias en materia de industria, en el que se incluirán 
las instalaciones, establecimientos y empresas, señaladas en el artículo 2 de la presente 
Ley, con excepción de las comprendidas en su apartado 2.1 y en él deberán constar, como 
mínimo, los siguientes datos:

a) 	Relativos a la empresa: Número de registro, número de identificación fiscal, 
razón social o denominación, domicilio, actividad principal y otras actividades si 
las hubiere.

b) 	Relativos al establecimiento: Número de registro, titular, denominación o rótulo, 
datos de localización, actividad económica principal y, si las hubiere, otras 
actividades.

2. Asimismo, el Registro contendrá los datos análogos a los indicados en el apartado 
anterior, referidos a Organismos de Control, laboratorios y otros agentes en materia de 
seguridad y calidad industrial. En este caso, deberá indicarse el ámbito reglamentario de 
actuación.

3. El Registro Industrial de Castilla y León incluirá, además, los datos de las instalaciones 
sometidas a reglamentación de seguridad industrial, conteniendo, al menos: Número de 
registro, titular, ubicación y ámbito reglamentario.

Todos los datos anteriormente expresados, excepto los referidos a industrias de 
fabricación de armas y explosivos o a las que se declaren de interés para la defensa 
nacional, tendrán carácter público, de acuerdo con los procedimientos de acceso y difusión 
que reglamentariamente se determinen.

Además de los datos básicos referidos en los apartados 1, 2 y 3 anteriores, 
reglamentariamente se podrán determinar otros datos complementarios que deban 
incorporarse al Registro, así como las normas de confidencialidad aplicables en cada 
caso, determinando, en su caso, su carácter público, para un mejor cumplimiento de sus 
fines.

Artículo 34. Fines.

El Registro Industrial de Castilla y León tendrá los siguientes fines:

a) Integrar la información sobre la actividad industrial en todo el territorio de Castilla 
y León que sea necesaria para el ejercicio de las competencias atribuidas en materia de 
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supervisión y control a las Administraciones Públicas en materia industrial, en particular 
sobre aquellas actividades sometidas a régimen de autorización, comunicación o declaración 
responsable.

b) Constituir el instrumento de información sobre la actividad industrial en todo el 
territorio de Castilla y León, como un servicio a las Administraciones Públicas, los ciudadanos 
y, particularmente, al sector empresarial.

c) Suministrar a los servicios competentes de las Administraciones Públicas los datos 
precisos para la elaboración de los directorios de las estadísticas industriales.

d) Constituir la base necesaria para trasladar a la Administración Central del Estado los 
datos que deban ser incluidos en el Registro Integrado Industrial.

Artículo 35. Deber de información.

1. La incorporación y actualización de datos en el Registro Industrial de Castilla y León 
se realizará de oficio, a partir de los datos contenidos en las autorizaciones, comunicaciones 
o declaraciones responsables, así como de aquellos otros que obtenga la Administración en 
el ejercicio de sus potestades.

En el caso de actividades no sujetas a autorización, declaración responsable o 
comunicación, los titulares de las industrias o empresas que las realicen o cualquier agente 
que actúe dentro del ámbito de aplicación de esta Ley, podrán aportar, una vez iniciada 
la actividad, los datos básicos y complementarios establecidos en el artículo anterior, y 
solicitar su inclusión en el Registro.

2. Los titulares de establecimientos, actividades o instalaciones incluidas dentro del 
ámbito de aplicación de esta ley están obligados a comunicar al órgano encargado del 
Registro las ampliaciones o modificaciones sustanciales que en ellas introduzcan, así como 
su traslado o cese. Se determinará reglamentariamente el concepto de ampliaciones o 
modificaciones sustanciales.

3. La Administración también podrá requerir a los titulares de actividades industriales 
la comunicación de la información necesaria para mantener actualizado el Registro, así 
como para el desarrollo de las funciones propias de los departamentos administrativos con 
competencias en materia de industria.

4. Todos los órganos de la Administración de la Comunidad Autónoma, las entidades 
locales y los organismos dependientes o vinculados a ellas, así como los profesionales 
del sistema de seguridad y calidad industrial, estarán obligados a remitir, a petición 
de la consejería competente en materia de industria, los datos que sean de interés 
para el ejercicio de sus funciones en materia de política industrial, seguridad y calidad 
industrial.

5. Las empresas, entidades locales u organismos públicos que presten servicios 
de suministros energéticos, gas o agua, deben facilitar a la consejería competente en 
materia de industria, los datos que les sean requeridos, y que afecten a establecimientos, 
actividades o instalaciones abastecidas por dichas empresas, entidades locales u 
organismos públicos.
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Artículo 36. Comunicación al Registro Integrado Industrial.
El órgano que tenga a su cargo el Registro, de oficio, dará traslado a la Administración 

del Estado de los datos que correspondan, para su inclusión en el Registro Integrado 
Industrial.

TITULO VI

Infracciones y sanciones

Artículo 37. Disposiciones generales.
1. Constituyen infracciones administrativas las acciones u omisiones tipificadas como 

tales en los artículos siguientes.

2. Cuando el órgano competente en materia de industria considere que las infracciones 
pudieran ser constitutivas de delito o falta, dará traslado al Ministerio Fiscal y se abstendrá 
de proseguir el procedimiento sancionador hasta que se pronuncie la autoridad judicial.

3. La sanción penal excluirá la imposición de sanción administrativa, siempre que 
exista identidad de sujetos, hecho y fundamento.

Artículo 38. Infracciones muy graves.

Son infracciones muy graves las tipificadas como infracciones graves, cuando de ellas 
resulte un daño o un riesgo muy grave para las personas, los bienes o el medio ambiente.

2.Constituye una infracción muy grave la comisión de los hechos constitutivos de una 
tercera infracción grave, cuando se hubiese sancionado mediante resolución firme en vía 
administrativa por la comisión de dos infracciones graves previas en el plazo de un año.

Artículo 39. Infracciones graves.

Son infracciones graves:

a) La fabricación, importación, venta, transporte, instalación o utilización de productos, 
aparatos o elementos sujetos a seguridad industrial sin cumplir la normativa vigente, cuando 
comporte peligro o daño grave para personas, flora, fauna, bienes o el medio ambiente.

b) La puesta en funcionamiento de instalaciones sin cumplir los requisitos previstos en 
la normativa vigente.

c) La realización de actividades industriales careciendo de la correspondiente 
autorización, cuando ésta sea preceptiva, o sin haber realizado la declaración responsable 
o comunicación previa.

d) La prestación de servicios profesionales sin disponer de la habilitación o capacitación 
técnica exigida por la normativa.

e) La falta de aportación de los datos obligatorios establecidos en la declaración 
responsable, cuando su presentación sea requerida por el órgano competente.

f) La ocultación o alteración de datos que deban ser comunicados o puestos 
a disposición de la Administración, así como la resistencia o demora reiterada en 
proporcionarlos.
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g) La negativa o resistencia a permitir el acceso a las instalaciones a los inspectores, 
organismos de control o las entidades o agentes cualificados o acreditados o a facilitar 
la información que les sean requerida por las Administraciones públicas, cuando hubiese 
obligación legal o reglamentaria de atender tal petición de acceso o información.

h) La realización de inspecciones, ensayos o pruebas por los organismos de control 
o las entidades o agentes cualificados o acreditados de forma incompleta, con insuficiente 
constatación de los hechos o deficiente aplicación de normas técnicas.

i) La expedición de certificados o informes cuyo contenido no se ajuste a la realidad.

j) La actuación de las entidades de acreditación sín verificar diligentemente las 
condiciones y requisitos técnicos exigidos para los organismos de control o aplicando 
valoraciones técnicas inadecuadas.

k) La inadecuada conservación y mantenimiento de instalaciones, si de ello resulta un 
peligro para las personas, la flora, la fauna, los bienes o el medio ambiente.

I) La inexactitud, falsedad u omisión de datos esenciales señalados en la declaración 
responsable o la comunicación aportada por los interesados.

m) El incumplimiento de las prescripciones, instrucciones u órdenes dictadas por la 
autoridad competente en materia de seguridad.

n) La no subsanación de las deficiencias detectadas tras una inspección o 
comprobación, cuando comporte un daño o riesgo grave para las personas, los bienes o 
el medio ambiente.

ñ) La no realización de las revisiones, verificaciones o inspecciones, cuando éstas 
sean preceptivas.

o) La falta de adopción de las medidas adecuadas para la instalación, puesta en 
marcha, mantenimiento, prevención de accidentes o limitación de sus consecuencias.

p) El incumplimiento de la obligación de conservar la documentación que acredite que 
la instalación, aparato o equipo cumple con las disposiciones aplicables, cuando de ello se 
derive un daño o riesgo grave para las personas, los bienes o el medio ambiente.

q) La comisión de los hechos constitutivos de una misma tercera infracción leve, cuando 
se hubiese sancionado mediante resolución firme en vía administrativa por la comisión de 
dos infracciones leves previas en el plazo de un año.

r) La ocultación o alteración dolosa de los datos que deban figurar obligatoriamente en 
el Registro Industrial de Castilla y León, o en los registros de actividades o instalaciones que 
se establezcan preceptivamente en Castilla y León, así como la resistencia a proporcionarlos 
o la demora reiterada, siempre que no esté debidamente justificada.

s) La falta de entrega o negativa a entregar la documentación técnica que 
preceptivamente tenga que expedirse, en relación con productos o equipos industriales, 
instalaciones, partes de instalaciones, labores de mantenimiento o revisión realizadas.

t) La actuación del titular de la actividad industrial que fomente o se aproveche 
dolosamente del intrusismo profesional.
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Artículo 40. Infracciones leves.

Son infracciones leves:

a) La falta de colaboración con las Administraciones públicas en el ejercicio de sus 
competencias en materia de industria.

b) Las conductas tipificadas como infracciones graves en las letras a), n), y p) del 
artículo anterior, cuando no hubiesen generado daño o riesgo grave para las personas, los 
bienes o el medio ambiente.

c) La falta de comunicación de los datos que deben figurar en el Registro Industrial 
de Castilla y León, o en los registros de actividades o instalaciones que se establezcan 
preceptivamente en Castilla y León, dentro de los plazos reglamentarios.

d) La demora injustificada en la aportación de documentos solicitados por el órgano 
competente.

e) La falta de comunicación al órgano competente de los cambios que pudiesen afectar 
a la seguridad de los establecimientos, instalaciones y productos industriales, así como 
las modificaciones e incidencias de la actividad industrial que, legal o reglamentariamente, 
estén establecidas.

Artículo 41. Sanciones.

1. Las infracciones serán sancionadas:

a) 	Las leves, con multa de 300 a 3000 euros.

b) 	Las graves, con multa de 3001 a 90.000 euros.

c) 	Las muy graves, con multa de 90.001 a 600.000 de euros.

2. En los casos en que la imposición de las multas previstas en el número anterior 
no permita que la sanción cumpla la función de prevención que le es propia, de manera 
razonada, atendiendo a la capacidad económica del infractor, la Administración podrá 
imponer las siguientes sanciones:

a) 	Infracciones graves, hasta el 5 % del volumen de negocios en el último ejercicio 
del infractor.

b) 	Infracciones muy graves, hasta el 10 % del volumen de negocios en el último 
ejercicio del infractor.

3. Para determinar la cuantía de las sanciones se tendrán en cuenta las siguientes 
circunstancias:

a) 	La importancia del daño causado o del riesgo introducido.

b) 	El grado de participación y beneficio obtenido.

c) 	La capacidad económica del infractor.

d) 	La intencionalidad o el grado de negligencia en la comisión de la infracción.

e) 	El incumplimiento de las advertencias previas o requerimientos de las autoridades 
competentes o agentes colaboradores cuando actúen en el ámbito de la seguridad 
industrial.
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f) 	 La reincidencia, por comisión en el término de un año de más de una infracción 
de la misma naturaleza cuando así haya sido declarado por resolución firme. La 
toma en consideración de estas circunstancias sólo será posible si, previamente, 
no han sido tenidas en cuenta para determinar la infracción sancionable.

4. Por razones de seguridad o de protección de los derechos de los consumidores, 
la autoridad que resuelva el procedimiento podrá acordar, la publicidad de las sanciones 
impuestas por infracciones muy graves, o que conlleven la suspensión de las actividades 
empresariales o profesionales, o el cierre del establecimiento, locales o instalaciones, 
cuando la resolución haya adquirido firmeza.

5. Las acciones u omisiones tipificadas en la presente ley que lo estén también en 
otras, se calificarán con arreglo a la que comporte mayor sanción.

Artículo 42. Responsabilidad.

1. Serán responsables de las infracciones, las personas físicas o jurídicas que las 
cometan por acción u omisión, de manera intencional o negligente. En particular, se 
consideran responsables:

a) 	El propietario, titular, director o gerente de la industria.

b) 	El proyectista, el director de obra y las personas que participan en la instalación, 
reparación, mantenimiento, utilización o inspección de las industrias, equipos y 
aparatos, cuando la infracción sea consecuencia directa de su intervención.

c) 	Los fabricantes, vendedores o importadores de los productos, aparatos, equipos 
o elementos que no se ajusten a las exigencias normativas.

d) 	Los organismos de control, las entidades o agentes cualificados o acreditados, 
entidades de acreditación y demás prestadores de servicios, respecto de las 
infracciones cometidas en el ejercicio de su actividad.

e) 	Cualquier otra persona física o jurídica en la que se acredite su intervención en 
la infracción a consecuencia del diseño, supervisión, uso o explotación de las 
instalaciones industriales.

2. Cuando el cumplimiento de las obligaciones corresponda a varias personas de 
manera conjunta, responderán de forma solidaria de las infracciones que, en su caso, se 
cometan y de las sanciones que se impongan. Serán responsables subsidiarios o solidarios 
por el incumplimiento de las obligaciones impuestas por la ley que conlleven el deber de 
prevenir la infracción administrativa cometida por otros las personas físicas y jurídicas sobre 
las que recaiga tal deber, cuando así lo determinen la normativa vigente.

Artículo 43. Obligación de reparar el daño causado.

Las responsabilidades administrativas que se deriven del procedimiento sancionador 
serán compatibles con la exigencia al infractor de la reposición de la situación alterada 
a su estado originario, así como con la indemnización por los daños y perjuicios 
causados. Estos podrán ser determinados por el órgano competente en materia de 
industria, debiendo en este caso comunicarse al infractor para su satisfacción en el 
plazo que al efecto se determine, y quedando, de no hacerse así, expedita la vía judicial 
correspondiente.
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Artículo 44. Sanciones accesorias.

1. En el caso de infracciones muy graves, además de la correspondiente sanción 
pecuniaria, la persona titular de la Consejería competente en materia de industria podrá 
imponer:

a) 	El cierre del establecimiento o la suspensión, total o parcial, de la actividad, por 
un plazo no superior a cinco años.

b) 	En el caso de los agentes implicados en la seguridad industrial, la prohibición de 
ejercer sus funciones por un periodo de hasta cinco años.

2. En el caso de infracciones graves, además de la sanción pecuniaria, podrá acordarse 
el cierre del establecimiento o la suspensión, total o parcial, de la actividad, por plazo no 
superior a un año.

Artículo 45. Prescripción.

1. El plazo de prescripción de las infracciones previstas en esta ley será de cinco años 
para las muy graves, tres para las graves y uno para las leves.

2. El plazo de prescripción de las sanciones establecidas en esta ley será de 
cinco años para las referidas a infracciones muy graves, tres para las graves y uno para 
las leves.

Artículo 46. Procedimiento.

1. El plazo para resolver el procedimiento sancionador será de seis meses, a contar 
desde la fecha de su iniciación.

2. El órgano competente para iniciar, mediante acuerdo motivado, podrá adoptar 
medidas de carácter provisional que aseguren la eficacia de la resolución final que pudiera 
recaer.

Artículo 47. Competencia y remisión de información al Estado.

1. La Comunidad de Castilla y León es competente para imponer las sanciones:

a) 	establecidas en la legislación básica estatal en materia de industria respecto de 
las infracciones cometidas en su territorio,

b) 	así como las reguladas en la presente ley.

2. La competencia corresponde:

a) 	En caso de infracciones muy graves, al consejero competente en materia de 
industria.

b) 	En caso de infracción grave, al director general competente en materia de 
industria.

c) 	En caso de infracción leve, el titular del órgano periférico competente en materia 
de industria.

3. La Comunidad Autónoma informará a la Administración del Estado de las sanciones 
impuestas en aplicación de la presente ley.
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Disposición derogatoria única. Derogación Normativa.

Queda derogada la Ley 3/1990, de 16 de marzo, de Seguridad Industrial de Castilla 
y León, y cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en la 
presente ley.

Disposición final primera. Registro industrial.

La Junta de Castilla y León podrá desarrollar reglamentariamente el contenido, 
estructura y funcionamiento del Registro Industrial de Castilla y León, y cuantos aspectos 
se consideren necesarios para su operatividad y el mejor cumplimiento de sus fines, en el 
plazo de un año.

Disposición final segunda. Ámbito competencial.

Corresponde a la Consejería competente en materia de industria en el ámbito de las 
competencias establecidas por el Estatuto de Autonomía de Castilla y León, velar por el 
cumplimiento de las normas establecidas por la presente ley.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

Esta ley entrará en vigor al mes de su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla 
y León».

Valladolid, a 27 de febrero de 2014.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE CASTILLA Y LEÓN,
Fdo.: Juan Vicente HERRERA CAMPO
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4. IMPULSO Y CONTROL DE LA ACCIÓN DE GOBIERNO

470. Proposiciones No de Ley

PNL/000141-02
Desestimación por la Comisión de Fomento y Medio Ambiente de la Proposición No de Ley presentada 
por los Procuradores D. Javier Campos de la Fuente, D.ª María Ángela Marqués Sánchez y D.ª Ana 
María Muñoz de la Peña González, instando a la Junta de Castilla y León a garantizar la ejecución de 
las obras de cubrición del canal de Cornatel, publicada en el Boletín Oficial de estas Cortes, n.º 31, 
de 10 de noviembre de 2011.

PRESIDENCIA

La Comisión de Fomento y Medio Ambiente de las Cortes de Castilla y León, en sesión celebrada 
el día 5 de marzo de 2014, rechazó la Proposición No de Ley, PNL/000141, presentada por los 
Procuradores D. Javier Campos de la Fuente, D.ª María Ángela Marqués Sánchez y D.ª Ana María 
Muñoz de la Peña González, instando a la Junta de Castilla y León a garantizar la ejecución de las 
obras de cubrición del canal de Cornatel, publicada en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla 
y León, n.º 31, de 10 de noviembre de 2011.
De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se ordena su publicación en el Boletín Oficial de 
las Cortes de Castilla y León.
En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 5 de marzo de 2014.

La Presidenta de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Josefa García Cirac
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4. IMPULSO Y CONTROL DE LA ACCIÓN DE GOBIERNO

470. Proposiciones No de Ley

PNL/000646-02
Desestimación por la Comisión de Fomento y Medio Ambiente de la Proposición No de Ley presentada 
por los Procuradores D.ª Ana María Muñoz de la Peña González, D.ª María Sirina Martín Cabria, 
D. Jorge Félix Alonso Díez, D. Javier Campos de la Fuente, D. Juan Luis Cepa Álvarez y D.ª Esther 
Pérez Pérez, instando a la Junta de Castilla y León a impulsar la firma de convenios de colaboración 
con las Diputaciones Provinciales de la Comunidad para financiar obras y actuaciones en la red de 
carreteras de titularidad, competencia y gestión de las Diputaciones Provinciales, publicada en el 
Boletín Oficial de estas Cortes, n.º 190, de 12 de febrero de 2013.

PRESIDENCIA

La Comisión de Fomento y Medio Ambiente de las Cortes de Castilla y León, en sesión celebrada 
el día 5 de marzo de 2014, rechazó la Proposición No de Ley, PNL/000646, presentada por los 
Procuradores D.ª Ana María Muñoz de la Peña González, D.ª María Sirina Martín Cabria, D. Jorge 
Félix Alonso Díez, D. Javier Campos de la Fuente, D. Juan Luis Cepa Álvarez y D.ª Esther Pérez 
Pérez, instando a la Junta de Castilla y León a impulsar la firma de convenios de colaboración con 
las Diputaciones Provinciales de la Comunidad para financiar obras y actuaciones en la red de 
carreteras de titularidad, competencia y gestión de las Diputaciones Provinciales, publicada en el 
Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y León, n.º 190, de 12 de febrero de 2013.
De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se ordena su publicación en el Boletín Oficial de 
las Cortes de Castilla y León.
En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 5 de marzo de 2014.

La Presidenta de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Josefa García Cirac
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4. IMPULSO Y CONTROL DE LA ACCIÓN DE GOBIERNO

470. Proposiciones No de Ley

PNL/000739-02
Desestimación por la Comisión de Fomento y Medio Ambiente de la Proposición No de Ley presentada 
por los Procuradores D.ª Ana María Muñoz de la Peña González, D. Fernando Pablos Romo, D. Juan 
Luis Cepa Álvarez y D.ª María del Rosario Gómez del Pulgar Múñez, instando a la Junta de Castilla 
y León a la adopción de diversas medidas relativas a la actividad de Renfe-Operadora y ADIF en la 
Comunidad, publicada en el Boletín Oficial de estas Cortes, n.º 203, de 14 de marzo de 2013.

PRESIDENCIA

La Comisión de Fomento y Medio Ambiente de las Cortes de Castilla y León, en sesión celebrada 
el día 5 de marzo de 2014, rechazó la Proposición No de Ley, PNL/000739, presentada por los 
Procuradores D.ª Ana María Muñoz de la Peña González, D. Fernando Pablos Romo, D. Juan Luis 
Cepa Álvarez y D.ª María del Rosario Gómez del Pulgar Múñez, instando a la Junta de Castilla 
y León a la adopción de diversas medidas relativas a la actividad de Renfe-Operadora y ADIF en la 
Comunidad, publicada en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y León, n.º 203, de 14 de marzo 
de 2013.
De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se ordena su publicación en el Boletín Oficial de 
las Cortes de Castilla y León.
En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 5 de marzo de 2014.

La Presidenta de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Josefa García Cirac
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4. IMPULSO Y CONTROL DE LA ACCIÓN DE GOBIERNO

470. Proposiciones No de Ley

PNL/000752-02
Desestimación por la Comisión de Fomento y Medio Ambiente de la Proposición No de Ley presentada 
por los Procuradores D.ª María Fernanda Blanco Linares, D. Julián Simón de la Torre, D.ª Leonisa 
Ull Laita y D. David Jurado Pajares, relativa a planificación estratégica de los aeropuertos de la 
Comunidad Autónoma y en particular del aeropuerto de Burgos, publicada en el Boletín Oficial de 
estas Cortes, n.º 207, de 25 de marzo de 2013.

PRESIDENCIA

La Comisión de Fomento y Medio Ambiente de las Cortes de Castilla y León, en sesión celebrada 
el día 5 de marzo de 2014, rechazó la Proposición No de Ley, PNL/000752, presentada por los 
Procuradores D.ª María Fernanda Blanco Linares, D. Julián Simón de la Torre, D.ª Leonisa Ull Laita 
y D. David Jurado Pajares, relativa a planificación estratégica de los aeropuertos de la Comunidad 
Autónoma y en particular del aeropuerto de Burgos, publicada en el Boletín Oficial de las Cortes de 
Castilla y León, n.º 207, de 25 de marzo de 2013.
De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se ordena su publicación en el Boletín Oficial de 
las Cortes de Castilla y León.
En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 5 de marzo de 2014.

La Presidenta de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Josefa García Cirac
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4. IMPULSO Y CONTROL DE LA ACCIÓN DE GOBIERNO

470. Proposiciones No de Ley

PNL/000989-02
Desestimación por la Comisión de Fomento y Medio Ambiente de la Proposición No de Ley presentada 
por los Procuradores D.ª María del Rosario Gómez del Pulgar Múñez, D.ª Ana María Muñoz de la 
Peña González, D. Fernando Pablos Romo y D. Juan Luis Cepa Álvarez, instando a la Junta de 
Castilla y León a emprender las actuaciones necesarias para adecuar y simplificar los requisitos y 
trámites exigidos para la autorización de muladares para la alimentación de las especies necrófagas 
en la Comunidad, y a fijar indemnizaciones directas a los ganaderos por los daños producidos por el 
ataque de buitres al ganado vivo, publicada en el Boletín Oficial de estas Cortes, n.º 322, de 23 de 
octubre de 2013.

PRESIDENCIA

La Comisión de Fomento y Medio Ambiente de las Cortes de Castilla y León, en sesión celebrada 
el día 5 de marzo de 2014, rechazó la Proposición No de Ley, PNL/000989, presentada por los 
Procuradores D.ª María del Rosario Gómez del Pulgar Múñez, D.ª Ana María Muñoz de la Peña 
González, D. Fernando Pablos Romo y D. Juan Luis Cepa Álvarez, instando a la Junta de Castilla 
y León a emprender las actuaciones necesarias para adecuar y simplificar los requisitos y trámites 
exigidos para la autorización de muladares para la alimentación de las especies necrófagas en la 
Comunidad, y a fijar indemnizaciones directas a los ganaderos por los daños producidos por el 
ataque de buitres al ganado vivo, publicada en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y León, 
n.º 322, de 23 de octubre de 2013.
De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se ordena su publicación en el Boletín Oficial de 
las Cortes de Castilla y León.
En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 5 de marzo de 2014.

La Presidenta de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Josefa García Cirac
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470. Proposiciones No de Ley

PNL/001047-02
Desestimación por la Comisión de Familia e Igualdad de Oportunidades de la Proposición No de 
Ley presentada por los Procuradores D. Jorge Félix Alonso Díez, D.ª Ana María Agudíez Calvo, 
D.ª Esther Pérez Pérez, D. David Jurado Pajares y D.ª María Teresa López Martín, instando a la Junta 
de Castilla y León a dirigirse al Gobierno de España solicitando que el Plan Nacional de Inclusión 
Social sea debatido en el Parlamento de España antes de su aprobación definitiva, publicada en el 
Boletín Oficial de estas Cortes, n.º 367, de 14 de febrero de 2014.

PRESIDENCIA

La Comisión de Familia e Igualdad de Oportunidades de las Cortes de Castilla y León, en sesión 
celebrada el día 4 de marzo de 2014, rechazó la Proposición No de Ley, PNL/001047, presentada 
por los Procuradores D. Jorge Félix Alonso Díez, D.ª Ana María Agudíez Calvo, D.ª Esther Pérez 
Pérez, D. David Jurado Pajares y D.ª María Teresa López Martín, instando a la Junta de Castilla 
y León a dirigirse al Gobierno de España solicitando que el Plan Nacional de Inclusión Social sea 
debatido en el Parlamento de España antes de su aprobación definitiva, publicada en el Boletín 
Oficial de las Cortes de Castilla y León, n.º 367, de 14 de febrero de 2014.
De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se ordena su publicación en el Boletín Oficial de 
las Cortes de Castilla y León.
En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 4 de marzo de 2014.

La Presidenta de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Josefa García Cirac
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470. Proposiciones No de Ley

PNL/001084-02
Desestimación por la Comisión de Economía y Empleo de la Proposición No de Ley presentada por 
los Procuradores D. Julio López Díaz, D. Francisco Ramos Antón y D.ª María Sirina Martín Cabria, 
relativa a elaboración de un plan de choque de incentivos a la iniciativa emprendedora en la provincia 
de Palencia, publicada en el Boletín Oficial de estas Cortes, n.º 367, de 14 de febrero de 2014.

PRESIDENCIA

La Comisión de Economía y Empleo de las Cortes de Castilla y León, en sesión celebrada el 
día 6  de marzo de 2014, rechazó la Proposición No de Ley, PNL/001084, presentada por los 
Procuradores D.  Julio López Díaz, D. Francisco Ramos Antón y D.ª María Sirina Martín Cabria, 
relativa a elaboración de un plan de choque de incentivos a la iniciativa emprendedora en la provincia 
de Palencia, publicada en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y León, n.º 367, de 14 de febrero 
de 2014.
De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se ordena su publicación en el Boletín Oficial de 
las Cortes de Castilla y León.
En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 6 de marzo de 2014.

La Presidenta de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Josefa García Cirac
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470. Proposiciones No de Ley

PNL/001090-02
Desestimación por la Comisión de Economía y Empleo de la Proposición No de Ley presentada por 
los Procuradores D. José Ignacio Martín Benito, D.ª Ana Sánchez Hernández y D. Julio López 
Díaz, instando a la Consejería de Economía y Empleo a que elabore un plan de choque de incentivos 
a la iniciativa emprendedora para la provincia de Zamora, publicada en el Boletín Oficial de estas 
Cortes, n.º 367, de 14 de febrero de 2014.

PRESIDENCIA

La Comisión de Economía y Empleo de las Cortes de Castilla y León, en sesión celebrada el 
día 6  de marzo de 2014, rechazó la Proposición No de Ley, PNL/001090, presentada por los 
Procuradores D. José Ignacio Martín Benito, D.ª Ana Sánchez Hernández y D. Julio López Díaz, 
instando a la Consejería de Economía y Empleo a que elabore un plan de choque de incentivos a la 
iniciativa emprendedora para la provincia de Zamora, publicada en el Boletín Oficial de las Cortes de 
Castilla y León, n.º 367, de 14 de febrero de 2014.
De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se ordena su publicación en el Boletín Oficial de 
las Cortes de Castilla y León.
En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 6 de marzo de 2014.

La Presidenta de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Josefa García Cirac
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470. Proposiciones No de Ley

PNL/001091-02
Desestimación por la Comisión de Economía y Empleo de la Proposición No de Ley presentada 
por los Procuradores D. Jorge Félix Alonso Díez, D.ª Ana María Carmen Redondo García, D. Pedro 
Luis González Reglero, D. José Francisco Martín Martínez, D.ª María Teresa López Martín y D. Julio 
López Díaz, instando a la Consejería de Economía y Empleo a que elabore un plan de choque de 
incentivos a la iniciativa emprendedora para la provincia de Valladolid, publicada en el Boletín Oficial 
de estas Cortes, n.º 367, de 14 de febrero de 2014.

PRESIDENCIA

La Comisión de Economía y Empleo de las Cortes de Castilla y León, en sesión celebrada el 
día 6  de marzo de 2014, rechazó la Proposición No de Ley, PNL/001091, presentada por los 
Procuradores D. Jorge Félix Alonso Díez, D.ª Ana María Carmen Redondo García, D. Pedro Luis 
González Reglero, D. José Francisco Martín Martínez, D.ª María Teresa López Martín y D. Julio 
López Díaz, instando a la Consejería de Economía y Empleo a que elabore un plan de choque 
de incentivos a la iniciativa emprendedora para la provincia de Valladolid, publicada en el Boletín 
Oficial de las Cortes de Castilla y León, n.º 367, de 14 de febrero de 2014.
De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se ordena su publicación en el Boletín Oficial de 
las Cortes de Castilla y León.
En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 6 de marzo de 2014.

La Presidenta de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Josefa García Cirac
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470. Proposiciones No de Ley

PNL/001092-02
Desestimación por la Comisión de Economía y Empleo de la Proposición No de Ley presentada 
por los Procuradores D.ª Esther Pérez Pérez, D. Francisco Javier Muñoz Expósito y D. Julio 
López Díaz, instando a la Consejería de Economía y Empleo a que elabore un plan de choque de 
incentivos a la iniciativa emprendedora para la provincia de Soria, publicada en el Boletín Oficial 
de estas Cortes, n.º 367, de 14 de febrero de 2014.

PRESIDENCIA

La Comisión de Economía y Empleo de las Cortes de Castilla y León, en sesión celebrada el 
día 6 de marzo de 2014, rechazó la Proposición No de Ley, PNL/001092, presentada por los 
Procuradores D.ª Esther Pérez Pérez, D. Francisco Javier Muñoz Expósito y D. Julio López Díaz, 
instando a la Consejería de Economía y Empleo a que elabore un plan de choque de incentivos a 
la iniciativa emprendedora para la provincia de Soria, publicada en el Boletín Oficial de las Cortes 
de Castilla y León, n.º 367, de 14 de febrero de 2014.
De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se ordena su publicación en el Boletín Oficial de 
las Cortes de Castilla y León.
En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 6 de marzo de 2014.

La Presidenta de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Josefa García Cirac
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470. Proposiciones No de Ley

PNL/001093-02
Desestimación por la Comisión de Economía y Empleo de la Proposición No de Ley presentada por 
los Procuradores D.ª Ana María Agudíez Calvo y D. Julio López Díaz, instando a la Consejería de 
Economía y Empleo a que elabore un plan de choque de incentivos a la iniciativa emprendedora 
para la provincia de Segovia, publicada en el Boletín Oficial de estas Cortes, n.º 367, de 14 de 
febrero de 2014.

PRESIDENCIA

La Comisión de Economía y Empleo de las Cortes de Castilla y León, en sesión celebrada el 
día 6 de marzo de 2014, rechazó la Proposición No de Ley, PNL/001093, presentada por los 
Procuradores D.ª Ana María Agudíez Calvo y D. Julio López Díaz, instando a la Consejería de 
Economía y Empleo a que elabore un plan de choque de incentivos a la iniciativa emprendedora 
para la provincia de Segovia, publicada en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y León, 
n.º 367, de 14 de febrero de 2014.
De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se ordena su publicación en el Boletín Oficial de 
las Cortes de Castilla y León.
En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 6 de marzo de 2014.

La Presidenta de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Josefa García Cirac
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470. Proposiciones No de Ley

PNL/001094-02
Desestimación por la Comisión de Economía y Empleo de la Proposición No de Ley presentada 
por los Procuradores D. Fernando Pablos Romo, D.ª Ana María Muñoz de la Peña González, 
D. Juan Luis Cepa Álvarez, D.ª María del Rosario Gómez del Pulgar Múñez y D. Julio López Díaz, 
instando a la Consejería de Economía y Empleo a que elabore un plan de choque de incentivos a 
la iniciativa emprendedora para la provincia de Salamanca, publicada en el Boletín Oficial de estas 
Cortes, n.º 367, de 14 de febrero de 2014.

PRESIDENCIA

La Comisión de Economía y Empleo de las Cortes de Castilla y León, en sesión celebrada el 
día 6 de marzo de 2014, rechazó la Proposición No de Ley, PNL/001094, presentada por los 
Procuradores D. Fernando Pablos Romo, D.ª Ana María Muñoz de la Peña González, D. Juan Luis 
Cepa Álvarez, D.ª María del Rosario Gómez del Pulgar Múñez y D. Julio López Díaz, instando a 
la Consejería de Economía y Empleo a que elabore un plan de choque de incentivos a la iniciativa 
emprendedora para la provincia de Salamanca, publicada en el Boletín Oficial de las Cortes de 
Castilla y León, n.º 367, de 14 de febrero de 2014.
De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se ordena su publicación en el Boletín Oficial de 
las Cortes de Castilla y León.
En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 6 de marzo de 2014.

La Presidenta de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Josefa García Cirac
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470. Proposiciones No de Ley

PNL/001095-02
Desestimación por la Comisión de Economía y Empleo de la Proposición No de Ley presentada por 
los Procuradores D. Miguel Ángel Fernández Cardo, D.ª María Ángela Marqués Sánchez, D. Javier 
Campos de la Fuente, D.ª Ana María da Silva García, D.ª Teresa Jesús Gutiérrez Álvarez y D. Julio 
López Díaz, instando a la Consejería de Economía y Empleo a que elabore un plan de choque de 
incentivos a la iniciativa emprendedora para la provincia de León, publicada en el Boletín Oficial de 
estas Cortes, n.º 367, de 14 de febrero de 2014.

PRESIDENCIA

La Comisión de Economía y Empleo de las Cortes de Castilla y León, en sesión celebrada el 
día  6  de marzo de 2014, rechazó la Proposición No de Ley, PNL/001095, presentada por los 
Procuradores D. Miguel Ángel Fernández Cardo, D.ª María Ángela Marqués Sánchez, D. Javier 
Campos de la Fuente, D.ª Ana María da Silva García, D.ª Teresa Jesús Gutiérrez Álvarez y D. Julio 
López Díaz, instando a la Consejería de Economía y Empleo a que elabore un plan de choque de 
incentivos a la iniciativa emprendedora para la provincia de León, publicada en el Boletín Oficial de 
las Cortes de Castilla y León, n.º 367, de 14 de febrero de 2014.
De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se ordena su publicación en el Boletín Oficial de 
las Cortes de Castilla y León.
En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 6 de marzo de 2014.

La Presidenta de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Josefa García Cirac
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470. Proposiciones No de Ley

PNL/001096-02
Desestimación por la Comisión de Economía y Empleo de la Proposición No de Ley presentada 
por los Procuradores D.ª María Fernanda Blanco Linares, D. Julián Simón de la Torre, D.ª Leonisa 
Ull Laita, D. David Jurado Pajares y D. Julio López Díaz, instando a la Consejería de Economía y 
Empleo a que elabore un plan de choque de incentivos a la iniciativa emprendedora para la provincia 
de Burgos, publicada en el Boletín Oficial de estas Cortes, n.º 367, de 14 de febrero de 2014.

PRESIDENCIA

La Comisión de Economía y Empleo de las Cortes de Castilla y León, en sesión celebrada el 
día  6  de marzo de 2014, rechazó la Proposición No de Ley, PNL/001096, presentada por los 
Procuradores D.ª María Fernanda Blanco Linares, D. Julián Simón de la Torre, D.ª Leonisa Ull Laita, 
D. David Jurado Pajares y D. Julio López Díaz, instando a la Consejería de Economía y Empleo 
a que elabore un plan de choque de incentivos a la iniciativa emprendedora para la provincia de 
Burgos, publicada en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y León, n.º 367, de 14 de febrero 
de 2014.
De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se ordena su publicación en el Boletín Oficial de 
las Cortes de Castilla y León.
En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 6 de marzo de 2014.

La Presidenta de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Josefa García Cirac
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470. Proposiciones No de Ley

PNL/001097-02
Desestimación por la Comisión de Economía y Empleo de la Proposición No de Ley presentada por 
los Procuradores D.ª María Mercedes Martín Juárez, D. Fernando María Rodero García y D. Julio 
López Díaz, instando a la Consejería de Economía y Empleo a que elabore un plan de choque de 
incentivos a la iniciativa emprendedora para la provincia de Ávila, publicada en el Boletín Oficial de 
estas Cortes, n.º 367, de 14 de febrero de 2014.

PRESIDENCIA

La Comisión de Economía y Empleo de las Cortes de Castilla y León, en sesión celebrada el 
día  6  de marzo de 2014, rechazó la Proposición No de Ley, PNL/001097, presentada por los 
Procuradores D.ª María Mercedes Martín Juárez, D. Fernando María Rodero García y D. Julio López 
Díaz, instando a la Consejería de Economía y Empleo a que elabore un plan de choque de incentivos 
a la iniciativa emprendedora para la provincia de Ávila, publicada en el Boletín Oficial de las Cortes 
de Castilla y León, n.º 367, de 14 de febrero de 2014.
De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se ordena su publicación en el Boletín Oficial de 
las Cortes de Castilla y León.
En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 6 de marzo de 2014.

La Presidenta de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Josefa García Cirac
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5. PROCEDIMIENTOS RELATIVOS A OTRAS INSTITUCIONES Y 
ÓRGANOS

530. Procurador del Común

PC/000004-01
Resolución de la Mesa de las Cortes de Castilla y León por la que se aprueba el Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Procurador del Común de Castilla y León.

RESOLUCIÓN DE 20 DE FEBRERO DE 2014 DE LA MESA DE LAS CORTES DE CASTILLA Y 
LEÓN POR LA QUE SE APRUEBA EL REGLAMENTO DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO 
DEL PROCURADOR DEL COMÚN DE CASTILLA Y LEÓN

La Mesa de las Cortes de Castilla y León, de acuerdo con la Junta de Portavoces y, de conformidad 
con lo dispuesto en la disposición adicional segunda de la Ley 2/1994, de 9 de marzo, del Procurador 
del Común de Castilla y León, modificado por la Ley 4/2013, de 19 de junio, por la que se modifica 
la organización y funcionamiento de las instituciones propias de la Comunidad de Castilla y León, 
ha aprobado, en su reunión del día 20 de febrero de 2014, a propuesta del Procurador del Común 
de Castilla y León, el Reglamento de Organización y Funcionamiento del Procurador del Común 
de Castilla y León al que se refiere la disposición final cuarta de la Ley 4/2013, y ha ordenado su 
publicación en el “Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y León” y en el “Boletín Oficial de Castilla 
y León”.
En la sede de las Cortes de Castilla y León, 20 de febrero de 2014.

La Secretaria de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Isabel Alonso Sánchez

La Presidenta de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Josefa García Cirac

REGLAMENTO DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL

PROCURADOR DEL COMÚN DE CASTILLA Y LEÓN

TÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.º

1. El Procurador del Común es el Alto Comisionado de las Cortes de Castilla y León, 
designado por éstas para la protección y defensa de los derechos constitucionales de los 
ciudadanos y de los derechos y principios reconocidos en el Estatuto de Autonomía de 
Castilla y León frente a la Administración de la Comunidad, la de sus entes locales y la de 
los diferentes organismos que de éstas dependan.
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2. Velará para que se garantice a los ciudadanos el derecho a una buena administración 
y cuidará especialmente de proteger y defender los derechos de los menores y de todas las 
personas en peligro de exclusión social.

3. En cumplimiento de su función podrá dirigirse a autoridades, organismos, funcionarios 
y dependencias de cualquier administración con sede en la Comunidad Autónoma.

Artículo 2.º

Para el cumplimiento de las funciones que el Estatuto de Autonomía, su ley reguladora 
y este Reglamento le encomiendan, el Procurador del Común gozará de las prerrogativas y 
garantías que le otorgue la legislación vigente.

Artículo 3.º

1. El Procurador del Común no está sometido a mandato imperativo alguno y no recibirá 
instrucciones de ninguna autoridad.

2. El Procurador del Común cumple sus funciones con autonomía, independencia y 
objetividad, investigando y resolviendo con imparcialidad los expedientes que sean iniciados 
de oficio y las quejas formuladas por los ciudadanos.

3. El Procurador del Común únicamente es responsable de su gestión ante las Cortes 
de Castilla y León.

Artículo 4.º

El Procurador del Común dará publicidad a sus actuaciones y resoluciones en el 
momento y en la forma que estime oportuno, y las podrá difundir a través de los medios de 
comunicación y de cualquier otra vía que considere adecuada para facilitar su difusión y 
conocimiento por la ciudadanía.

Artículo 5.º

El Procurador del Común adoptará una Carta de Servicios que pondrá en conocimiento 
de las Cortes de Castilla y León y se publicará en el BOCyL.

Artículo 6.º

El Procurador del Común tiene su sede oficial en la calle Sierra Pambley n.º 4 de la 
ciudad de León.

TÍTULO II

Del Procurador del Común

Artículo 7.º

El Procurador del Común podrá optar entre desempeñar sus funciones en régimen de 
dedicación exclusiva o parcial, debiendo garantizar en todo caso la plena disponibilidad para 
cumplir sus deberes con puntualidad y eficacia, así como su imparcialidad e independencia 
en el cumplimiento de sus funciones públicas.
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El desempeño de las funciones en régimen de dedicación parcial deberá ser autorizado 
por la Comisión Parlamentaria de Relaciones con el Procurador del Común.

Artículo 8.º

El Procurador del Común percibirá las retribuciones que establece el art. 34.6 de su 
ley reguladora. También tendrá derecho a percibir, con cargo a su presupuesto anual, 
las cantidades correspondientes a gastos de viaje, alojamiento, manutención u otras 
compensaciones en las cuantías y condiciones que se determinen.

Artículo 9.º

Para el desarrollo de las competencias que estatutaria y legalmente le son atribuidas, 
corresponden al Procurador del Común las siguientes funciones:

1. Representar a la Institución.

2. Organizar, dirigir y supervisar su funcionamiento.

3. Mantener relación directa con las Cortes de Castilla y León, a través de su Presidente 
y de la Comisión expresamente destinada al efecto.

4. Mantener las relaciones directas con los poderes públicos, los órganos de la 
Administración y los titulares de los órganos de análoga naturaleza, de ámbito autonómico, 
estatal o supraestatal.

5. Mantener relación directa con el Presidente y el Fiscal Jefe del Tribunal Superior de 
Justicia de Castilla y León así como con la Fiscalía en orden a garantizar la colaboración de 
todas las Administraciones Públicas.

6. Nombrar al Adjunto, previa conformidad de la Comisión correspondiente de las 
Cortes de Castilla y León, y cesarlo libremente.

7. Decidir sobre la admisión o inadmisión a trámite de las quejas y sobre la resolución 
última de las investigaciones.

8. Decidir sobre las actuaciones de oficio y sobre los informes extraordinarios a realizar, 
pudiendo encomendar en cada caso la ejecución de los mismos al personal adecuado, en 
función de la materia, de la especialidad o de otras circunstancias que concurran.

9. Dirigir la investigación y tramitación de las quejas presentadas y de las actuaciones 
iniciadas de oficio.

10. Establecer las relaciones directas de la Institución con los ciudadanos reclamantes.

11. Elaborar y proponer anualmente a la Mesa de las Cortes de Castilla y León el 
anteproyecto de presupuesto de la Institución.

12. Fijar las directrices para la ejecución del presupuesto de la Institución y disponer 
los gastos propios de la misma, así como realizar las modificaciones presupuestarias que 
considere oportunas.

13. Ejercer las facultades de órgano de contratación.

14. Presentar a las Cortes de Castilla y León el informe anual que prevé la ley y los 
extraordinarios que estime conveniente.
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15. Presentar a las Cortes de Castilla y León la liquidación del presupuesto anual.

16. Divulgar la naturaleza del trabajo de la Institución, sus investigaciones e informes.

17. Suscribir acuerdos o convenios de colaboración o de prácticas con organismos 
públicos o privados.

18. Elaborar y proponer a la Mesa de las Cortes su plantilla de personal.

19. Proceder al nombramiento y el cese del personal eventual.

20. Estructurar la Institución en servicios y en áreas especializadas por materias y 
asignar a cada servicio y a cada área el personal que estime conveniente.

21. Ejercer la superior dirección del personal de la Institución y la potestad disciplinaria.

22. Dictar instrucciones internas en materia de personal, funcionamiento y régimen 
interior para la mejor ordenación de los servicios.

23. Encomendar a la Secretaría General de Apoyo de las Instituciones Propias el 
desarrollo de las funciones de gestión material que estime pertinentes en sus ámbitos de 
competencia, para que sean desempeñadas bajo su dirección y supervisión.

24. Adoptar las resoluciones necesarias para el desarrollo de lo establecido en la ley 
reguladora de la Institución y en este Reglamento.

25. Proponer modificaciones al Reglamento de organización y funcionamiento de la 
Institución.

26. Cuantas otras funciones le sean encomendadas por este Reglamento y por la 
legislación vigente.

TÍTULO III

Del Adjunto

Artículo 10.º

1. El Procurador del Común podrá estar auxiliado por un Adjunto.

2. Corresponderán al Adjunto las siguientes funciones:

a)	 Asistir al Procurador del Común en el ejercicio de sus competencias.

b)	 Ejercer las funciones propias del Procurador del Común que éste le delegue 
expresamente.

c)	 Sustituir al Procurador del Común en los casos de ausencia o enfermedad y en 
los de cese previstos en la ley reguladora de la Institución.

d)	 Cuantas otras le sean encomendadas por el Procurador del Común, por este 
Reglamento y por la legislación vigente.

Artículo 11.º

El Adjunto habrá de reunir las mismas condiciones que el Procurador del Común para 
poder ser elegido.
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El Adjunto gozará, en el ejercicio de su cargo, del mismo régimen de prerrogativas que 
la ley reconoce al Procurador del Común.

Articulo 12.º

1. El Adjunto será nombrado por el Procurador del Común, previa conformidad de la 
Comisión correspondiente de las Cortes de Castilla y León.

2. El nombramiento del Adjunto será publicado en el Boletín Oficial de las Cortes de 
Castilla y León y en el Boletín Oficial de Castilla y León.

Artículo 13.º

El Adjunto, en el plazo de diez días a partir de la publicación de su nombramiento 
en el Boletín Oficial de Castilla y León, tomará posesión de su cargo ante el Procurador 
del Común, en presencia del Presidente de las Cortes de Castilla y León. En dicho acto 
prestará juramento o promesa de acatar la Constitución, de defender y proteger el Estatuto 
de Autonomía y los derechos individuales y colectivos de los castellanos y leoneses y de 
desempeñar fielmente sus funciones.

Artículo 14.º

1. El Adjunto, con carácter general, desempeñará sus funciones con dedicación 
exclusiva y estará sometido al mismo régimen de incompatibilidades que para el Procurador 
del Común establece su ley reguladora.

2. El Adjunto podrá optar por desempeñar sus funciones en régimen de dedicación 
parcial, debiendo garantizar en ese caso la plena disponibilidad para cumplir sus deberes 
con puntualidad y eficacia. La dedicación a tiempo parcial deberá ser aceptada por el 
Procurador del Común.

3. El Adjunto tendrá derecho a percibir, con cargo al presupuesto anual, las cantidades 
correspondientes a gastos de viaje, alojamiento, manutención u otras compensaciones en 
las cuantías y condiciones que se determinen.

Artículo 15.º

El Adjunto es directamente responsable de su gestión ante el Procurador del Común.

Artículo 16.º

1. El Adjunto cesará en su cargo:

a)	 Por renuncia expresa comunicada al Procurador del Común.

b)	 Por las mismas causas de cese previstas para el Procurador del Común en el 
artículo 9, apartados c), d), e) y g) de la ley reguladora de la Institución.

c)	 Por la toma de posesión de un nuevo Procurador del Común.

d)	 Por decisión del Procurador del Común, que lo pondrá en conocimiento del 
Presidente de las Cortes y de la Comisión encargada de las relaciones con la 
Institución.
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2. En los supuestos a) y b) del apartado anterior, el cese será declarado por el 
Procurador del Común una vez recibida la renuncia o comprobado el supuesto de hecho, 
poniéndolo en conocimiento de la Presidencia de las Cortes y de la Comisión encargada de 
las relaciones con la Institución.

3. El cese del Adjunto se publicará en el Boletín Oficial de las Cortes y en el Boletín 
Oficial de Castilla y León.

TÍTULO IV

Del Gabinete del Procurador

Artículo 17.º

1. El Procurador del Común podrá disponer de un Gabinete, bajo la dirección de uno 
de los Asesores, que designará y cesará libremente. En este Gabinete se integrará, en caso 
de que exista, el personal del Gabinete de Prensa.

2. Corresponde al Jefe del Gabinete:

a)	 organizar y dirigir la secretaría particular del Procurador del Común;

b)	 ejercer las funciones derivadas del protocolo de la Institución;

c)	 organizar la protección de datos;

d)	 realizar los estudios e informes que el Procurador del Común le encomiende;

e)	 supervisar el funcionamiento de la página web de la Institución;

f)	 dirigir, en su caso, el Gabinete de Prensa.

3. El Procurador podrá establecer un Gabinete de Prensa e Información, así como 
cualquier otro órgano de asistencia que considere necesario para el ejercicio de sus 
funciones.

4. En caso de vacante, ausencia o enfermedad, las funciones del Jefe de Gabinete serán 
realizadas por quien o quienes sean designados a tal efecto por el Procurador del Común.

TÍTULO V

El Asesor Jefe

Artículo 18.º

Corresponden al Asesor Jefe, bajo la superior dirección del Procurador del Común, las 
siguientes competencias:

1. Elevar al Procurador del Común, para su posterior aprobación, la propuesta de 
organización de la Asesoría Jurídica.

2. Proponer las modificaciones del contenido y distribución de las distintas áreas en 
que se organiza la Asesoría Jurídica, para su aprobación por el Procurador del Común.

3. Proponer la distribución de los expedientes de queja entre los Asesores de acuerdo 
con su contenido y la organización por áreas de la Asesoría Jurídica.
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4. Tramitar aquellos expedientes de queja o actuaciones de oficio que por su especial 
complejidad o trascendencia le encomiende el Procurador del Común.

5. Efectuar el seguimiento de los expedientes de queja y de las actuaciones de oficio.

6.- Supervisar el contenido de los escritos que habrán de ser firmados por el Procurador 
del Común o el Adjunto.

7. Proponer al Procurador del Común los criterios uniformes para la resolución de 
quejas o expedientes de oficio, comunicando a los asesores la adopción de los mismos y 
supervisar su aplicación.

8. Coordinar la elaboración del Informe Anual del Procurador del Común.

9. Coordinar la elaboración de informes extraordinarios, previo encargo del Procurador 
del Común.

10. Asumir el resto de funciones que el Procurador del Común le encomiende.

Artículo 19.º
En caso de vacante, ausencia o enfermedad, las funciones del Asesor Jefe serán 

realizadas por quien o quienes sean designados a tal efecto por el Procurador del Común.

TÍTULO VI

La Junta de Coordinación

Artículo 20.º
1. El Procurador del Común podrá ser asistido por una Junta de Coordinación que se 

constituirá en órgano consultivo en materia de funcionamiento interno de la Institución.

2. La Junta de Coordinación estará presidida por el Procurador del Común y la 
integrarán el Adjunto y tres asesores designados al efecto por el Procurador.

3. La Junta de Coordinación se reunirá cuando el Procurador del Común lo estime 
conveniente.

TÍTULO VII

El Personal

Artículo 21.º
1. El Procurador dispondrá de los medios personales necesarios de acuerdo con las 

previsiones contenidas al efecto en el Presupuesto de las Cortes de Castilla y León.

2. El personal al servicio del Procurador del Común tendrá el carácter de personal 
funcionario o personal eventual.

3. El personal funcionario del Procurador del Común estará integrado en la plantilla 
orgánica de las Cortes de Castilla y León adscrito funcionalmente a su servicio y le será de 
aplicación el Estatuto de Personal de las Cortes de Castilla y León.

4. Al personal eventual del Procurador del Común le será aplicable el régimen jurídico 
del personal eventual al servicio de la Administración de la Comunidad de Castilla y León.
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Artículo 22.º
1. El personal funcionario de la Cortes de Castilla y León al servicio del Procurador del 

Común ocupará un puesto de trabajo de su Relación de Puestos de Trabajo sin perjuicio de 
que temporalmente tales puestos puedan ser ocupados por personal interino.

2. Es personal eventual de la Institución el que, habiendo tenido en cuenta para su 
nombramiento los principios de mérito y capacidad, ocupa puestos de trabajo de confianza. 
Este personal será nombrado y cesado libremente por el Procurador del Común.

3. Los Asesores, que tendrán la consideración de personal de confianza, prestarán 
al Procurador del Común la cooperación técnico-jurídica que les requiera el titular de la 
Institución y que sea necesaria para el cumplimiento de sus funciones.

Artículo 23.º
La condición de personal eventual del Procurador del Común es incompatible con todo 

mandato representativo, cargo político o el ejercicio de funciones directivas en un partido 
político o sindicato, fundaciones, asociaciones y con el empleo al servicio de los mismos, 
así como con el ejercicio de cualquier otra actividad profesional, liberal, mercantil o laboral.

No obstante, serán compatibles las actividades de producción y creación literaria, 
artística, científica, técnica o investigadora, y las publicaciones derivadas de la misma 
cuando no supongan menoscabo del estricto cumplimiento de sus obligaciones, así como 
las actividades docentes cuando su realización cuente con la autorización expresa del 
Procurador del Común.

Artículo 24.º
Corresponderá al Procurador del Común, en los términos antedichos, la formulación 

de la propuesta de plantilla para su aprobación a la Mesa de las Cortes dentro de sus 
disponibilidades presupuestarias.

Artículo 25.º
Todo el personal al servicio del Procurador del Común está sujeto a la obligación de 

guardar estricta reserva en relación con los asuntos que se tramitan.

Artículo 26.º
El personal eventual del Procurador del Común cesará automáticamente en el momento 

de la toma de posesión del nuevo titular de la Institución. No obstante, el nuevo Procurador 
del Común podrá realizar nuevos nombramientos de las personas cesadas.

TÍTULO VIII

Funcionamiento de la Institución

Artículo 27.º

1. El Procurador del Común de Castilla y León podrá actuar en la protección y defensa 
de los derechos individuales y colectivos de los ciudadanos castellanos y leoneses, de 
oficio o a instancia de parte. Asimismo, podrá iniciar y proseguir cualquier investigación 
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conducente al esclarecimiento de la actuación de las Administraciones y organismos sujetos 
a supervisión, en relación con los derechos de los ciudadanos.

2. El Procurador del Común facilitará en lo posible la presentación de quejas y 
consultas de los ciudadanos, y les comunicará las actuaciones y actos de tramitación que 
sean relevantes, utilizando para ello los medios que estime más adecuados, incluida la vía 
telemática.

3. El Procurador del Común dictará las instrucciones pertinentes, de conformidad con 
la legislación vigente, para garantizar:

a) La protección de datos de las personas que presenten quejas.

b) La seguridad jurídica de las personas que presenten sus quejas por vía telemática.

4. Todas las actuaciones del Procurador del Común serán gratuitas para la persona 
interesada y no será necesaria la asistencia de abogado ni de procurador.

Artículo 28.º
Para el desempeño de sus funciones se atribuyen al Procurador del Común las 

siguientes competencias:

a) Investigar y resolver las quejas que se le presenten y los asuntos que tramite de 
oficio.

b) Mediar y proponer fórmulas de conciliación para facilitar la resolución de las quejas 
en el marco de la legislación vigente.

c) Pedir, en el marco de una queja o actuación de oficio, la realización de auditorias o 
inspecciones internas de las administraciones afectadas y de los entes u organismos que 
dependan de ellas.

d) Recomendar o sugerir la introducción de modificaciones del ordenamiento jurídico 
de la Comunidad Autónoma cuando, en el marco de la investigación de una queja o de una 
actuación de oficio, considere que su aplicación conduce a un resultado injusto o perjudicial 
para los derechos de los ciudadanos.

e) Realizar estudios de carácter general sobre el funcionamiento de las administraciones, 
organismos y entidades objeto de su supervisión.

f) Elaborar informes sobre las materias y asuntos de su competencia.

Artículo 29.º
1. La tramitación e investigación de las quejas se ajustará a lo dispuesto en la ley 

Reguladora del Procurador del Común y en el presente Reglamento.

2. La presentación de una queja ante el Procurador del Común, así como su posterior 
admisión, si procediera, no suspenderá en ningún caso los plazos previstos en las leyes 
para recurrir, tanto en vía administrativa como jurisdiccional, ni la ejecución de la resolución 
o del acto afectado. Se informará de ello a los ciudadanos que presenten la queja.

Artículo 30.º

1. El procedimiento de queja tiene por objeto investigar aquellas actuaciones o faltas 
de actuación atribuibles a las administraciones y otros sujetos objeto de supervisión por el 
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Procurador del Común que sean susceptibles de vulnerar los derechos constitucionales o 
estatutarios o que constituyan prácticas contrarias al derecho a una buena administración.

2. Las quejas o peticiones pueden presentarse:

a)	 Por escrito firmado por el interesado y con datos de identificación suficientes.

b)	 Presencialmente. Cuando sea necesario la queja será transcrita por personal del 
Procurador del Común para ser leída y firmada por la persona que la formula.

c)	 Por medios telemáticos, siempre que queden acreditados los datos personales y 
la identidad de quien formula la queja y la fecha de su presentación, conforme a 
la normativa aplicable en materia de comunicaciones electrónicas.

d)	 En cualquier otra forma que el Procurador del Común determine.

3. En las quejas o peticiones presentadas se harán constar por su promotor, de forma 
razonada y con la debida claridad, los hechos en que se basan, y serán acompañadas de 
todos aquellos documentos que puedan servir para la comprensión del caso.

4. El Procurador del Común no estará obligado a investigar la queja presentada cuando 
hubiere transcurrido el plazo de un año desde que el afectado tuvo conocimiento de la 
conducta o de los hechos que la motivaron.

Artículo 31.º

El Procurador del Común de Castilla y León deberá registrar y acusar recibo de todas 
las quejas que se le presenten, pudiendo tramitarlas o rechazarlas; en este último caso 
deberá notificárselo al interesado mediante escrito motivado en el que podrá informarle 
sobre las vías más oportunas para hacer valer su derecho.

Artículo 32.º

1. El Procurador del Común de Castilla y León rechazará las quejas y no les dará 
trámite cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes:

a)	 Que no afecten a su ámbito material de competencias.

b)	 Que sean anónimas.

c)	 Que no concurra un derecho o interés legítimo en quien formula la queja.

d)	 Que exista contienda o resolución judicial sobre la cuestión planteada.

e)	 Que se aprecie mala fe o abuso del procedimiento con la finalidad de perturbar 
u obstaculizar la actividad de la administración, entidad u organismo al que se 
atribuye la actuación objeto de la queja.

f)	 Que falte fundamento para la queja o no exista pretensión.

g)	 Que no sean aportados los documentos o la información necesaria solicitada por 
el Procurador del Común dentro del plazo conferido al efecto.

h)	 Que hubiere transcurrido el plazo de un año desde que el afectado tuvo 
conocimiento de la conducta o de los hechos susceptibles de motivar una queja.
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Artículo 33.º
1. Una vez admitida la queja a trámite el Procurador del Común acordará las medidas 

que considere oportunas para su aclaración, poniéndolo en conocimiento del Órgano 
Administrativo, Entidad o Corporación afectados para que se le informe por escrito sobre la 
cuestión planteada en el plazo de un mes.

Este plazo será susceptible de ampliación a solicitud motivada del Órgano Administrativo, 
Entidad o Corporación a la que se solicitó la información. También será susceptible de 
ampliación o de reducción cuando concurran circunstancias que así aconsejen, a juicio del 
Procurador del Común.

2. Recibido el informe, el Procurador del Común podrá solicitar ampliación de 
información, personarse en las dependencias administrativas correspondientes, requerir la 
comparecencia de cualesquiera personas físicas o representantes de personas jurídicas, 
así como solicitar la exhibición de expedientes, datos o documentos que estime necesarios 
para el cumplimiento de sus funciones, pudiendo igualmente obtener copias y certificados 
de los mismos.

3. El Procurador del Común también podrá solicitar la colaboración de expertos en la materia 
de que se trate si lo considera necesario para llevar a buen término la investigación iniciada.

Artículo 34.º
1. El Procurador del Común por iniciativa propia o como consecuencia de la presentación 

de un escrito en el que una persona denuncia la vulneración de derechos que afecte a 
terceras personas, puede iniciar una actuación de oficio, mediante escrito motivado en el 
que se indique el derecho o los derechos presuntamente vulnerados.

2. Una vez iniciada la actuación de oficio el procedimiento para su tramitación será el 
establecido para la tramitación de las quejas.

3. El inicio de una actuación de oficio por parte del Procurador del Común no está 
sujeto a plazo preclusivo alguno.

Artículo 35.º
1. El Procurador del Común concluye sus actuaciones mediante resoluciones 

motivadas en las que podrá formular a los organismos, autoridades y personal al servicio 
de las Administraciones afectadas cuantas advertencias, recomendaciones, sugerencias 
y recordatorios relativos a sus deberes legales considere oportuno. En ningún caso podrá 
modificar o anular actos o resoluciones administrativas.

2. En particular, las resoluciones del Procurador del Común que aprecien la vulneración 
de derechos constitucionales o estatutarios, o la realización de prácticas contrarias al 
principio de buena administración pueden tener el siguiente contenido:

a)	 Formular recordatorios de deberes legales incumplidos e instar a su cumplimiento.
b)	 Sugerir la adopción de medidas o de criterios interpretativos u organizativos para 

remediar un resultado injusto o perjudicial al que conduce la aplicación estricta 
de una norma o actuación administrativa.

c)	 Instar a la administración a que ejercite sus potestades de ordenación, inspección 
y sanción, y a resolver en tiempo y forma las peticiones y recursos que le sean 
formulados.
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d)	 Cualquier otra recomendación, propuesta o advertencia que se derive de la 
investigación llevada a cabo.

3. Si de la información recabada resultare que no ha habido vulneración de derechos 
ni irregularidad administrativa, se comunicará al interesado con expresión de la causa del 
archivo y motivación del mismo. Tal extremo también será notificado al órgano administrativo 
correspondiente.

4. Si en la investigación de una queja o de un expediente de oficio el Procurador del 
Común estima que la aplicación de las disposiciones normativas conduce a un resultado 
injusto o perjudicial, podrá recomendar o sugerir a la Institución, al Departamento o a la 
Entidad competentes las medidas o los criterios que considere adecuados para remediarlo 
o las modificaciones que le parezca oportuno introducir en ellas.

Artículo 36.º

1. El Procurador del Común de Castilla y León deberá informar del resultado de las 
investigaciones, incluso en el caso de archivo de sus actuaciones, al autor de la queja y a 
la Autoridad del Organismo o de la Entidad en relación con la que se hubiera formulado la 
queja o iniciado el expediente de oficio.

2. El Procurador del Común podrá hacer público en cualquier momento, a través de 
los medios que considere oportuno, la identidad de las administraciones, organismos o 
entidades o de las personas al servicio de estas que hayan impedido o entorpecido su 
actuación o no hayan prestado su colaboración en el ejercicio de sus competencias.

Artículo 37.º

El Procurador del Común de Castilla y León presentará a las Cortes anualmente un 
informe de sus actuaciones, en el que deberá hacer constar necesariamente:

a) El número y clase de las quejas recibidas y de los expedientes iniciados de oficio.

b) Las quejas rechazadas, las que están en tramitación y las ya investigadas con el 
resultado obtenido, así como las causas que dieron lugar a ellas.

c) Un Anexo en el que se hará constar la liquidación del Presupuesto en el periodo 
que corresponda. La Secretaría General de apoyo a las Instituciones propias prestará 
al Procurador del Común la debida colaboración y asistencia, dentro del marco de sus 
competencias, para la elaboración de este Anexo.

TÍTULO IX

Régimen económico

Artículo 38.º

El Procurador del Común dispondrá de los medios materiales necesarios de acuerdo 
con las previsiones contenidas al efecto en su dotación presupuestaria, que se integrará en 
el Presupuesto de las Cortes de Castilla y León.
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Artículo 39.º

El Procurador del Común presentará anualmente a la Mesa de las Cortes de Castilla y 
León, el anteproyecto de su presupuesto para su aprobación e incorporación a la sección 
correspondiente del presupuesto de las Cortes de Castilla y León.

Artículo 40.º
1. El régimen de contabilidad, intervención, autorización de gastos, aplicable al 

Procurador del Común será el mismo que el establecido para las Cortes de Castilla y León.

2. El órgano de contratación de la Institución será el Procurador del Común. El régimen 
de contratación y de adquisición de bienes del Procurador del Común será el que rija para 
las Cortes de Castilla y León, sin perjuicio de su adaptación a las peculiaridades propias de 
esta Institución y a lo dispuesto en la Ley 4/2013, de 19 de junio, por la que se modifica la 
organización y el funcionamiento de las instituciones propias de la Comunidad de Castilla 
y León.

3. Corresponde al Procurador del Común la autorización, disposición y ordenación de 
los pagos derivados de la ejecución de su presupuesto, sin perjuicio de las delegaciones 
que pueda conferir.

4. El Procurador del Común podrá realizar transferencias de créditos entre conceptos 
presupuestarios conforme a las normas que rijan en las Cortes de Castilla y León.

Artículo 41.º
El Procurador del Común podrá acordar provisiones de fondos para la atención 

inmediata de gastos de carácter periódico o repetitivo de importe inferior a la cuantía que 
se determine.

Artículo 42.º
El Procurador del Común, sin perjuicio de la inclusión en su informe anual a las 

Cortes del Anexo en el que se hará constar la liquidación del Presupuesto en el periodo 
que corresponda, justificará su gestión económica ante la Mesa de las Cortes anualmente, 
durante el primer semestre del ejercicio posterior, acompañando una liquidación del 
presupuesto.

Asimismo dará cuenta de la liquidación del presupuesto o estado de ejecución del 
mismo cuando sea requerido para ello por la Mesa de las Cortes de Castilla y León.

TÍTULO X

De la asistencia de la Secretaría General de Apoyo a las Instituciones Propias

Artículo 43.º
1. Las funciones que se encomiendan en este título a la Secretaría General de Apoyo 

se ejercerán por ésta sin perjuicio de las competencias que correspondan al Procurador del 
Común.

2. La Secretaría General de Apoyo desempeñará sus funciones bajo la superior 
dirección y conforme a los criterios del Procurador del Común.
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Artículo 44.º
1. La Secretaría General de Apoyo desempeñará funciones de gestión administrativa 

en materia de personal, preparación de la plantilla de personal, condiciones de trabajo, 
registro general administrativo, régimen interior, contratación y gestión y conservación del 
patrimonio del Procurador del Común. Asimismo expedirá certificaciones en relación con 
las materias cuya gestión le esté atribuida y custodiará la documentación que se genere en 
el ejercicio de sus funciones.

2. Del mismo modo, habrá de realizar aquellas otras funciones de gestión material que 
atañen al funcionamiento ordinario de la Institución en los ámbitos no relacionados con su 
función específica cuando así sea requerido por el Procurador del Común.

Artículo 45.º
1. La Secretaría General de Apoyo realizará funciones de diseño técnico, implantación 

y dirección de soluciones homogéneas de administración electrónica y gestión documental 
necesarias para el funcionamiento del Procurador del Común.

2. En el ejercicio de estas funciones se respetará la independencia, confidencialidad 
y organización propia asociada con la gestión de los expedientes relacionados con las 
funciones específicas de la Institución.

Artículo 46.º
La implantación, gestión y mantenimiento de proyectos y soluciones adecuadas a 

las necesidades de infraestructuras, aplicaciones y telecomunicaciones que demande el 
Procurador del Común, se realizará por la Secretaría General de Apoyo.

Artículo 47.º
1. La Secretaría General de Apoyo prestará a la Institución el asesoramiento jurídico y la 

representación y defensa en juicio en las materias cuya gestión material esté encomendada 
a la misma.

2. Excepcionalmente, cuando así lo requiera el Procurador del Común, prestará 
asistencia jurídica a la Institución en las materias no comprendidas en el apartado anterior.

Artículo 48.º
1. El Secretario General de Apoyo asistirá al Procurador del Común en la elaboración 

del anteproyecto de presupuestos preparando la documentación pertinente de conformidad 
con las directrices que éste le suministre.

2. Del mismo modo, la Secretaría General de Apoyo prestará su colaboración en la 
gestión económica y presupuestaria y en la liquidación del presupuesto del Procurador del 
Común.

Artículo 49.º
El control interno de la gestión económica del Procurador del Común se ejercerá por 

la Secretaría General de Apoyo conforme a la normativa aplicable a las Cortes de Castilla 
y León.
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Artículo 50.º

El personal al servicio del Procurador del Común prestará colaboración y asistencia 
a la Secretaria General de Apoyo para el mejor desempeño de las funciones que se le 
asignan en este reglamento.

Disposiciones Adicionales

Primera. En la aplicación de este Reglamento, los órganos unipersonales de la 
Institución serán mencionados siempre con la determinación de género que corresponde a 
la persona concreta que los ocupe.

Segunda. Se autoriza al Procurador del Común a adoptar los acuerdos y dictar las 
instrucciones necesarias para el desarrollo y aplicación del presente Reglamento.

Disposición Transitoria

El régimen jurídico del personal eventual que, a la fecha de entrada en vigor del 
presente Reglamento, esté prestando sus servicios en la Institución será el previsto en la 
normativa anterior hasta que se produzca su cese.

Disposición Derogatoria

Queda expresamente derogado el Reglamento de Organización y Funcionamiento del 
Procurador del Común de Castilla y León aprobado por Resolución de la Mesa de las 
Cortes de Castilla y León de 21 de marzo de 2003

Disposición final

El presente Reglamento se publicará en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla 
y León y en el Boletín Oficial de Castilla y León. Entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León.

En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 20 de febrero de 2014.

LA SECRETARIA DE LAS CORTES DE CASTILLA Y LEÓN,
Fdo.: María Isabel Alonso Sánchez

LA PRESIDENTA DE LAS CORTES DE CASTILLA Y LEÓN,
Fdo.: María Josefa García Cirac
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7. COMPOSICIÓN DE LOS ÓRGANOS DE LAS CORTES

750. Comisiones

COM/000048-01
Elección de Vicepresidente de la Comisión de Sanidad.

PRESIDENCIA

La Comisión de Sanidad de las Cortes de Castilla y León, en Sesión celebrada el 
día 7 de marzo de 2014, procedió a la elección de Vicepresidente de la referida Comisión, 
en sustitución de D. Fidentino Reyero Fernández, resultando elegido el Ilmo. Sr. D.

- Jerónimo García Bermejo (Grupo P. Popular).

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se ordena su publicación en el 
Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y León.

En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 7 de marzo de 2014.

LA PRESIDENTA DE LAS CORTES DE CASTILLA Y LEÓN,
Fdo.: María Josefa García Cirac
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